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1. Oficios:

Contraloría General de la República

-Del Diputado señor Huenchumilla, sumario incoado contra Alcaldesa de la Municipalidad Padre Las Casas.

-De la Diputada señora Lily Pérez y Diputado señor Mora, proyecto de contenedores de basuras, desarrollado por la Municipalidad de La Florida.

Ministerio de Relaciones Exteriores

-Del Diputado señor Navarro, estado de trámite de diversos instrumentos internacionales.

Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción

-De los Diputados señores Vilches, Vargas, Delmastro, Fossa y Diputada señora María Angélica Cristi, solución de problemas de la Región de Atacama.

Ministerio de Educación

-Del Diputado señor Kuschel, estado de avance del proceso de aplicación ley Nº 19.464.

-De la Corporación, reglamentación artículo 9º transitorio de la ley Nº 19.410.

Ministerio de Bienes Nacionales

-Del Diputado señor Vega, explotación de bosques fiscales en Curanipe, comuna de Pelluhue.

-Del Diputado señor Vilches, responsabilidades en venta de terrenos fiscales en la II Región de Antofagasta.

Ministerio de Minería

-De los Diputados señores Vilches, Osvaldo Palma, Vargas, Bertolino, Delmastro, Ibáñez, Arratia, Valenzuela, Jaramillo y Diputada señora Lily Pérez, proyecciones de producción de concentrados y otros productos mineros.

-De los Diputados señores Velasco y Mulet y Comité Parlamentario del Partido Demócrata Cristiano, transporte de ácido sulfúrico.

Ministerio de Vivienda y Urbanismo

-Del Diputado señor Navarro, colectores secundarios de evacuación y drenaje de aguas lluvias de comunas de la VIII Región.

-De la Diputada señora Rosa González y Diputados señores Urrutia, Delmastro, Ávila y Moreira, medidas anunciadas con respecto a la ciudad de Arica.

 

Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

-Del Diputado señor Hales, situación de excepción de restricción a vehículos de transporte escolar hasta el 31-12-1998.

-Del Diputado señor Melero, razones que motivaron traslado del servicio Metro-Bus Colina, Lampa, Batuco y Tiltil.

Municipalidad de Puerto Montt

-Del Diputado señor Kuschel, convenios suscritos con Ministerio de Transportes.

Municipalidad de Penco

-Del Diputado señor Navarro, obra de pavimentación calle Maitén-Miramar.

Municipalidad de La Florida

-De la Diputada señora Lily Pérez, valor patentes comerciales segundo semestre de 1998.

Municipalidad de Santa Juana

-Del Diputado señor Navarro, proyecto construcción alcantarillado Población Santa Lucía y Juan Pablo II.

I. ASISTENCIA

-Asistieron los siguientes señores Diputados: (113)

NOMBRE (Partido* Región Distrito)

Acuña Cisternas, Mario PDC IX 52

Aguiló Melo, Sergio PS VII 37

Alessandri Valdés, Gustavo RN RM 20

Alvarado Andrade, Claudio IND X 58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro RN VII 38

Álvarez Zenteno, Rodrigo IND XII 60

Allende Bussi, Isabel PS RM 29

Arratia Valdebenito, Rafael PDC VI 35

Ascencio Mansilla, Gabriel PDC X 58

Ávila Contreras, Nelson PPD V 11

Bartolucci Johnston, Francisco UDI V 13

Bertolino Rendic, Mario RN IV 7

Bustos Huerta, Manuel PDC RM 17

Bustos Ramírez, Juan PS V 12

Caminondo Sáez, Carlos RN X 54

Caraball Martínez, Eliana PDC RM 27

Cardemil Herrera, Alberto RN RM 22

Ceroni Fuentes, Guillermo PPD VII 40

Coloma Correa, Juan Antonio UDI RM 31

Cornejo González, Aldo PDC V 13

Cornejo Vidaurrazaga, Patricio PDC V 11

Correa De la Cerda, Sergio UDI VII 36

Cristi Marfil, María Angélica RN RM 24

Delmastro Naso, Roberto IND X 53

Díaz Del Río, Eduardo DEL SUR IX 51

Dittborn Cordua, Julio UDI RM 23

Elgueta Barrientos, Sergio PDC X 57

Encina Moriamez, Francisco PS IV 8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano RN RM 29

Espina Otero, Alberto RN RM 21

Fossa Rojas, Haroldo RN VIII 46

Galilea Carrillo, Pablo RN XI 59

Galilea Vidaurre, José Antonio RN IX 49

García García, René Manuel RN IX 52

García Ruminot, José RN IX 50

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro UCCP VI 32

Girardi Lavín, Guido PPD RM 18

González Román, Rosa IND I 1

Gutiérrez Román, Homero PDC VII 37

Guzmán Mena, Pía RN RM 23

Hernández Saffirio, Miguel PDC IX 49

Huenchumilla Jaramillo, Francisco PDC IX 50

Ibáñez Santa María, Gonzalo IND V 14

Jaramillo Becker, Enrique PPD X 54

Jeame Barrueto, Víctor PPD VIII 43

Jiménez Villavicencio, Jaime PDC RM 31

Jocelyn-Holt Letelier, Tomás PDC RM 24

Kuschel Silva, Carlos Ignacio RN X 57

Leal Labrín, Antonio PPD III 5

Leay Morán, Cristián UDI RM 19

León Ramírez, Roberto PDC VII 36

Letelier Morel, Juan Pablo PS VI 33

Letelier Norambuena, Felipe PPD VIII 42

Longton Guerrero, Arturo RN V 12

Lorenzini Basso, Pablo PDC VII 38

Luksic Sandoval, Zarko PDC RM 16

Martínez Labbé, Rosauro IND VIII 41

Martínez Ocamica, Gutenberg PDC RM 21

Masferrer Pellizzari, Juan UDI VI 34

Melero Abaroa, Patricio UDI RM 16

Mesías Lehu, Iván PRSD VIII 42

Molina Sanhueza, Darío UDI IV 9

Monge Sánchez, Luis IND IX 48

Montes Cisternas, Carlos PS RM 26

Mora Longa, Waldo PDC II 3

Mulet Martínez, Jaime PDC III 6

Muñoz Aburto, Pedro PS XII 60

Naranjo Ortiz, Jaime PS VII 39

Navarro Brain, Alejandro PS VIII 45

Núñez Valenzuela, Juan PDC VI 34

Ojeda Uribe, Sergio PDC X 55

Olivares Zepeda, Carlos PDC RM 18

Orpis Bouchón, Jaime UDI RM 25

Ortiz Novoa, José Miguel PDC VIII 44

Ovalle Ovalle, María Victoria UCCP VI 35

Palma Flores, Osvaldo RN VII 39

Palma Irarrázaval, Andrés PDC RM 25

Palma Irarrázaval, Joaquín PDC IV 7

Pareto González, Luis PDC RM 20

Paya Mira, Darío UDI RM 28

Pérez Arriagada, José PRSD VIII 47

Pérez Lobos, Aníbal PS VI 32

Pérez San Martín, Lily RN RM 26

Pérez Varela, Víctor UDI VIII 47

Pollarolo Villa, Fanny PS II 3

Prochelle Aguilar, Marina RN X 55

Prokurica Prokurica, Baldo RN III 6

Recondo Lavanderos, Carlos UDI X 56

Reyes Alvarado, Víctor PDC X 56

Rincón González, Ricardo PDC VI 33

Riveros Marín, Edgardo PDC RM 30

Rocha Manrique, Jaime PRSD VIII 46

Rojas Molina, Manuel UDI II 4

Saa Díaz, María Antonieta PPD RM 17

Salas De la Fuente, Edmundo PDC VIII 45

Sánchez Grunert, Leopoldo PPD XI 59

Sciaraffia Estrada, Antonella PDC I 2

Seguel Molina, Rodolfo PDC RM 28

Silva Ortiz, Exequiel PDC X 53

Soto González, Laura PPD V 14

Tuma Zedan, Eugenio PPD IX 51

Ulloa Aguillón, Jorge UDI VIII 43

Urrutia Cárdenas, Salvador PPD I 1

Valenzuela Herrera, Felipe PS II 4

Van Rysselberghe Varela, Enrique UDI VIII 44

Vargas Lyng, Alfonso RN V 10

Vega Vera, Osvaldo RN VII 40

Velasco De la Cerda, Sergio PDC V 15

Venegas Rubio, Samuel IND V 15

Vilches Guzmán, Carlos RN III 5

Villouta Concha, Edmundo PDC IX 48

Walker Prieto, Ignacio PDC V 10

Walker Prieto, Patricio PDC IV 8

-Con permiso constitucional estuvo ausente el Diputado señor Patricio Hales.

-Asistió, además, el Ministro de Salud, señor Álex Figueroa.

 

 

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.08 horas.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

 

III. ACTAS

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El acta de la sesión 16ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 17ª se encuentra a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

 

IV. CUENTA

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

 

V. ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor LOYOLA (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités parlamentarios, bajo la presidencia del señor Gutenberg Martínez, adoptaron los siguientes acuerdos:

1º Autorizar a la Comisión de Minería, facultada para analizar la crisis eléctrica que afecta al país, para sesionar simultáneamente con la Sala, a partir de las 11.15 horas de hoy.

2º Efectuar a las 13 horas las votaciones que se deriven de los proyectos de ley del Orden del Día de la presente sesión.

3º Considerar el proyecto que modifica el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y otros cuerpos legales en materias relativas al delito de violación, en la sesión ordinaria del miércoles 9 de diciembre.

El señor AGUILÓ.- Pido la palabra, por un asunto de Reglamento.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, del acuerdo de los Comités que acaba de leer el señor Secretario, es posible entender que las votaciones que se efectuarán a las 13 horas se refieren a los dos proyectos que figuran en el Orden del Día, en el caso del primero, a la votación en particular de los artículos que corresponda, de acuerdo con el Reglamento, relativos a la ley del Fonasa.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Todas las votaciones que se efectúen en el día de hoy se verificarán a las 13 horas, pero no sabemos si concluirá el debate sobre la ley del Fonasa. En el caso de que sí terminara, se efectuarán las votaciones correspondientes a esa hora.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, podría terminar el debate, pues sólo hay dos o tres artículos que han sido objeto de indicaciones y de controversia, y reglamentariamente hay un conjunto de disposiciones que debieran darse por aprobadas.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Señor diputado, de acuerdo con el Reglamento, en la discusión en particular todos los señores diputados tienen derecho a intervenir hasta por 10 minutos entre el primer y segundo discursos, salvo que se pida el cierre del debate. Pero eso no lo podemos prever. En teoría, el debate podría no cerrarse hoy, pues hay alrededor de diez o doce artículos que requieren discusión y votación.

En la reunión de Comités no podemos prever la extensión del debate o si la votación se efectuará hoy. Hay una iniciativa pendiente, falta el acuerdo de uno de los Comités, para obtener el acuerdo unánime y despachar hoy el proyecto. Pero eso todavía no se acuerda.

 

 

VI. ORDEN DEL DÍA

PERFECCIONAMIENTO DE NORMATIVA DEL ÁREA DE LA SALUD. Primer trámite constitucional.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En el Orden del Día, corresponde tratar, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto que perfecciona normas del área de la salud.

Diputado informante de la Comisión de Salud es el señor Patricio Cornejo, y de la de Hacienda, el señor Carlos Montes.

Antecedentes:

-Segundos informes de las Comisiones de Salud y de Hacienda, boletín Nº 2132-11, sesión 20ª, en 18 de noviembre de 1998. Documentos de la Cuenta Nºs 1 y 2, respectivamente.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado informante de la Comisión de Salud. 

El señor CORNEJO (don Patricio).- Señor Presidente, me corresponde informar, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, sobre el proyecto iniciado en mensaje del Ejecutivo, que modifica el régimen legal del Fondo Nacional de Salud y elimina gradualmente la cotización del 2 por ciento contemplada en el artículo 8º de la ley Nº 18.566.

Este segundo informe recae sobre el proyecto aprobado en general por la honorable Cámara en sesión del 4 de noviembre del año en curso, sobre las indicaciones aprobadas en la Comisión de Hacienda, las admitidas a discusión en la Sala y las modificaciones que esta Comisión ha introducido con ocasión de su segundo trámite reglamentario.

En consecuencia, las enmiendas introducidas afectan a las siguientes disposiciones:

Al artículo 1º, que modifica el decreto ley Nº 2.763, de l979. 

Por el numeral 1 se modifica el artículo 8º, sobre las atribuciones del Subsecretario de Salud. Aquí se le otorga una nueva facultad, orientada a institucionalizar el derecho a reclamo respecto del incumplimiento de las normas que rigen las prestaciones y actividades de los programas de cobertura nacional.

Esta indicación de la Comisión de Hacienda, propuesta por el Ejecutivo, fue aprobada por unanimidad.

Por el numeral 3 se modifica el artículo 27, relativo a las funciones del Fondo Nacional de Salud.

Las dos indicaciones presentadas a este numeral tienen básicamente por objeto establecer los procedimientos de reclamo, los plazos para su presentación y la respuesta de los mismos, para las modalidades institucional y de libre elección, así como para corregir problemas de carácter formal y garantizar mejor el carácter reservado o secreto de los documentos.

Ambas indicaciones fueron aprobadas por unanimidad.

Por el numeral 4 se modifica el artículo 30, relativo a las atribuciones del Director del Fondo Nacional de Salud. En esta disposición se aprobó por unanimidad una indicación de la Comisión de Hacienda, propuesta por el Ejecutivo, para establecer la debida concordancia con la sustitución del artículo 31 siguiente.

Por el numeral 5 se sustituye el artículo 31, que habla de la organización interna del Fondo Nacional de Salud.

Se repone el texto propuesto por el Ejecutivo, aprobado en la Comisión de Hacienda, haciendo facultativo el hecho de que el Fondo pueda desconcentrarse territorialmente.

Este numeral se aprobó por unanimidad.

Por el numeral 7 se modifica el artículo 33, que dice relación con los recursos del Fondo Nacional de Salud.

Se aprueba por unanimidad la indicación de la Comisión de Hacienda, propuesta por el Ejecutivo, que tiene el solo objeto de desglosar la letra a) del texto aprobado en el primer trámite reglamentario, con el fin de ordenar orgánicamente las materias que ella regula.

El artículo 2º modifica la ley Nº 18.469.

Por el numeral 1 se modifica el artículo 11.

Se agrega al inciso tercero propuesto, una indicación de la Comisión de Hacienda, que consagra procedimientos de reclamo de los usuarios de manera desconcentrada y la forma y plazos para que las autoridades de salud los respondan y resuelvan.

Fue aprobado por unanimidad.

Por el numeral 2 se modifica el artículo 13.

En este numeral se aprobaron por unanimidad dos indicaciones de la Comisión de Hacienda, que mejoran la redacción del texto y precisan mejor las retribuciones que pueden recibir los prestadores de la modalidad de libre elección, y otras dos indicaciones, también de la Comisión de Hacienda, propuestas por el Ejecutivo, para fijar un máximo y un mínimo en la bonificación a las atenciones de emergencia y señalar que será el arancel establecido en esta misma ley el que normará y detallará con mayor precisión lo que se entienda por urgencia y estabilización y, en los casos que proceda, la derivación a otro establecimiento asistencial. Asimismo, se precisó que la bonificación en esta modalidad de atención no podrá ser menor del 60 por ciento en los casos de consultas médicas.

El artículo 3º, nuevo, modifica la ley Nº 18.933, que creó la Superintendencia de isapres, y dicta normas para el otorgamiento de prestaciones por las instituciones de salud previsional.

Como se señaló en el primer informe, este proyecto modifica tres importantes cuerpos legales: el decreto ley Nº 2.763 y las leyes Nºs 18.469 y 18.566. Esta indicación introduce cambios a un cuarto cuerpo legal, la ley Nº 18.933, también conocida como ley de isapres.

En la Comisión de Hacienda se aprobó por mayoría de votos una indicación del Ejecutivo para intercalar este artículo 3º, nuevo, que determina que los valores a pagar por las atenciones de emergencia deberán ser pagados directamente por las isapres a los servicios de salud, cuando sus afiliados se atiendan en éstos y se aplicará sobre todas las prestaciones efectivamente otorgadas.

Esta misma disposición se hace aplicable para las atenciones de emergencia otorgadas a sus afiliados en establecimientos asistenciales privados.

Con esta indicación se busca terminar con el cheque en garantía en estos casos y eliminar el problema de los copagos sin cancelar, que afecta a los hospitales públicos.

Artículo 6º, nuevo.

Se aprobó una indicación de la Comisión de Hacienda, propuesta por el Ejecutivo, para intercalar este artículo 6º, nuevo, que faculta al Presidente de la República, por el plazo de un año, para crear, con carácter de experimental, mediante decretos con fuerza de ley de Salud y Hacienda, tres centros de salud en la forma de unidades de gestión asistencial para el hospital Padre Alberto Hurtado, para el Centro de Referencia Secundario de Peñalolén y para el Centro de Referencia Secundario de Maipú, los que serán servicios públicos descentralizados, distintos de los servicios de salud, dotados de personería jurídica y patrimonio propio. También se señala que estarán sometidos a la supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministro de Salud, el que dictará normas en el ejercicio de las facultades que se le delegan, en cuanto a implementar sistemas de gestión sanitaria por resultados, mecanismos de participación de la población usuaria, establecimiento de responsabilidad de las jefaturas, sistemas de remuneraciones distintos, que contemplen incentivos individuales y grupales; organización flexible y facultades para celebrar convenios con prestadores de salud públicos o privados de acciones, entre otras.

Para todos los efectos, estos servicios estarán sometidos a la ley orgánica constitucional de bases generales de la administración del Estado y deberán funcionar coordinadamente con el servicio de salud respectivo e integrado a la red asistencial.

Artículo 2º transitorio, nuevo.

Se aprobó por unanimidad una indicación del Ejecutivo en la Comisión de Hacienda, que agrega este nuevo artículo transitorio para que los contratos nuevos y la adecuación de los actuales se ajusten a lo prescrito por esta ley.

Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Carlos Montes, Diputado informante de la Comisión de Hacienda.

El señor MONTES.- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda me ha encomendado la tarea de presentar el segundo informe sobre el proyecto Fonasa, que está orientado a modernizar la gestión estatal en el sector salud, junto con adecuar el sistema público de salud a los cambios epidemiológicos y demográficos.

En realidad, Chile presenta grandes desigualdades sociales en el acceso a la atención de salud. Fortalecer el sector público es una condición indispensable para avanzar en la superación de estas desigualdades.

El proyecto está orientado a perfeccionar el rol de Fonasa para mejorar las condiciones de acceso, oportunidad y calidad de las prestaciones de salud para sus beneficiarios. Además, corrige distorsiones en la relación entre el subsistema público y el privado, particularmente el subsidio del 2 por ciento a las isapres.

En el primer informe, la Comisión de Hacienda incorporó modificaciones en tres aspectos principales.

Primero, abrió el camino para el desarrollo del derecho a reclamo de los usuarios del sistema público de salud. Actualmente, dichos reclamos carecen de destinatario y procedimiento claros.

El proyecto establece que el Subsecretario, en los programas de cobertura nacional, y el director de Fonasa, en el resto, pueden ser objeto de reclamos por parte de los usuarios imponentes y no imponentes. El Ministerio de Salud, de acuerdo con esta iniciativa, debe establecer los procedimientos de reclamo, teniendo especialmente en cuenta las realidades más distantes, a las cuales aplicará procedimientos desconcentrados. Deben especificarse los plazos y formas en que las autoridades de salud responderán y resolverán tales reclamos.

En este segundo informe la Comisión de Salud acogió completamente estas modificaciones de la Comisión de Hacienda.

Segundo, enfrentó el problema del cheque en garantía en los servicios de urgencia.

El Ejecutivo presentó una indicación, que establecía que los pacientes serían atendidos en los hospitales públicos y las isapres deberían hacerse cargo de cubrir el costo total. Posteriormente, éstas deben exigir al afiliado el copago que corresponda a su plan de salud.

Los nuevos contratos y las adecuaciones de los actuales contratos deberán dar cumplimiento a lo prescrito en esta ley.

La Comisión de Salud aprobó esta materia sin modificaciones.

Tercero, se facultó al Presidente de la República para crear establecimientos experimentales.

El Ejecutivo planteó esta indicación en respuesta a una solicitud de la Comisión de Hacienda, particularmente de los Diputados Andrés Palma y de quien habla.

En el segundo informe, la Comisión de Salud y la de Hacienda hicieron varias modificaciones orientadas a dejar claramente establecido cuáles y cuántos serían los establecimientos experimentales, por cuanto una interpretación del texto anterior dejaba abierta esta materia, lo cual no era así, y a explicitar la necesidad de que estén insertos en la red asistencial.

En definitiva, de acuerdo con la Comisión de Hacienda, el artículo concede al Presidente de la República la facultad de crear, por el plazo de un año, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, tres establecimientos de salud de carácter experimental: la unidad de gestión asistencial del hospital Padre Hurtado, el Centro de Referencia de Salud de Peñalolén y el Centro de Referencia de Salud de Maipú.

Estos establecimientos serán servicios públicos funcionalmente descentralizados, dotados de personalidad jurídica y patrimonio propios; estarán sujetos a evaluación periódica; estarán sometidos a las políticas y normas del Ministerio de Salud, al Código Sanitario y a la ley orgánica constitucional de bases generales de la administración del Estado; dependerán del Presidente de la República, y serán supervisados a través del respectivo servicio de salud.

El Presidente de la República deberá dictar en los decretos, a lo menos, normas para asegurar los sistemas de gestión y organización adecuados, las responsabilidades de las jefaturas, los mecanismos de participación de los usuarios, el régimen de administración y remuneraciones del personal, la manera de obtener y administrar los recursos financieros y las facultades para celebrar convenios.

En definitiva, mediante el artículo 6º se permite la creación de un hospital experimental y de dos centros de referencia de salud experimentales. Creemos que las experiencias piloto permitirán avanzar en los procesos de modernización de establecimientos públicos de salud.

El alcance, la profundidad y las características de estos establecimientos dependerán del Presidente de la República y del Ministerio de Salud.

La Comisión de Hacienda concordó con el señor Ministro en que, antes de la dictación de los decretos correspondientes, se informará a las Comisiones de Hacienda y de Salud sobre las características de los modelos de establecimientos experimentales. Por desgracia, esto no quedó bien reflejado en el informe de la Comisión de Hacienda, a pesar de que se solicitó que quedara explícitamente planteado.

La Comisión de Hacienda insistió en la conveniencia de que en el diseño de los modelos de establecimientos experimentales se incorporaran las experiencias más valiosas existentes en el país, como los hospitales de Quillota, San Felipe, de la Universidad Católica y un grupo colaborador de hospitales italianos.

Quienes señalan que es privatizadora la creación de establecimientos experimentales, no han entendido ni el sentido ni el alcance de esta facultad del Presidente de la República. Se trata de fortalecer el sector público de salud a través de establecimientos experimentales, rompiendo inercias. Así se hizo en el pasado con los liceos experimentales. Se trata de generar experiencias anticipadas que muestren caminos alternativos que permitan enfrentar los problemas de los establecimientos públicos de salud.

Es más privatizador no fortalecer la gestión.

Los chilenos que necesitan de los servicios públicos requieren innovación y búsqueda de mejores formas de funcionamiento.

Finalmente, cabe señalar que la Comisión de Hacienda nuevamente rechazó la propuesta de la Comisión de Salud, en el sentido de obligar a las isapres a reembolsar al Estado el gasto por las prestaciones y actividades que dan cumplimiento a programas de cobertura nacional y a aquellos que obliga la ley. El argumento que predominó en la Comisión es que dichos programas están orientados a toda la población, con independencia de su sistema previsional y de salud. La Comisión no compartió el criterio de buscar acuerdos generales en el Senado sobre el subsidio del 2 por ciento a las isapres.

Es todo cuanto puedo informar.

-o-

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- Informo a la Sala que se encuentra en la tribuna de honor una delegación compuesta por secretarios de comisiones de la Cámara de Diputados de la República del Paraguay, encabezada por el licenciado don Miguel Ángel Romero.

La Cámara de Diputados los saluda y les da la bienvenida.

-Aplausos.

-o-

El señor PÉREZ, don Aníbal (Vicepresidente).- Se han rendido los informes de las Comisiones de Salud y de Hacienda.

Por no haber sido objeto de indicaciones ni de modificaciones, se declaran aprobados los artículos 1º, números 2 y 6; 2º, números 3, 4, 5, 6 y 7, y 7º.

En discusión particular el proyecto.

Tiene la palabra sobre el Nº 2 del artículo 1º el Diputado señor Aguiló.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, sobre esta norma, la Comisión de Hacienda tiene un informe discrepante del aprobado en la Comisión técnica respectiva. Se refiere a la indicación presentada por varios señores diputados, de Oposición y de Gobierno, en el primer informe de la Comisión de Salud, que obliga a las instituciones de salud previsional a reembolsar al Estado el costo por las prestaciones y actividades que den cumplimiento a programas de cobertura nacional como de vacunas, en la proporción en que beneficien a afiliados de las isapres.

Esta discusión no es menor, porque tiene que ver con la fuente y uso de los fondos para salud, que en nuestro sistema presupuestario son extraordinariamente singulares, materia respecto de la cual quiero entregar dos o tres argumentos.

En primer lugar, a diferencia de lo que ocurre con la totalidad de los demás ministerios y reparticiones cuyas partidas se aprueban en la Ley de Presupuestos de la Nación, en que el financiamiento del presupuesto tiene que ver con el aporte fiscal para el ciento por ciento de las partidas de esos ministerios, en el área de salud el aporte fiscal, aquel que surge de los ingresos generales de la nación, es menos del 45 por ciento. El resto, el 55 por ciento, proviene de aportes directos de los usuarios, sea por cotizaciones de los afiliados a Fonasa, sea como copagos que realizan en la modalidad institucional quienes deben ser atendidos y, en esa virtud, realizan complementos de beneficio fiscal en cada lugar en que se prestan estas atenciones de salud.

De los 950 mil millones de pesos que constituyó el presupuesto de salud de 1998, no menos de 500 mil millones provienen de las cotizaciones de los afiliados a Fonasa y de los copagos que efectúan sus beneficiarios. De tal manera que cuando se gasta un peso en salud, éste proviene en un 55 por ciento del bolsillo de los cotizantes de Fonasa y en un 45 por ciento del presupuesto fiscal.

Cada acción, vacuna o implemento que se compra en un hospital, incluso en un consultorio municipalizado -porque el sistema per cápita se financia con fondos del presupuesto de salud-, cada vez que se compra una jeringa para esa vacuna, el 55 por ciento del gasto se hace con recursos que aportaron los cotizantes de Fonasa y sólo el 45 por ciento proviene del aporte fiscal establecido en el presupuesto de la Nación.

Esto es muy importante y decisivo, porque otra cosa sería si el ciento por ciento del costo de las vacunas a las que aludimos en esta indicación se financiara con el presupuesto general, como ocurre con los presupuestos íntegros de los Ministerios de Minería, de Obras Públicas y así, sucesivamente, de cada uno de ellos, con excepción del Ministerio de Defensa, que cuenta, por ley, con el 10 por ciento de las ventas del cobre, fondos que, además, tienen su origen en ingresos generales de la Nación. Entonces, el Ministerio de Salud es el único que financia esa proporción del gasto con aportes directos provenientes del bolsillo de la gente cotizante en Fonasa.

Mirado desde el punto de vista del gasto, el país ya conoce de sobra que efectivamente hay subsidios cruzados desde el sector público hacia las isapres. De hecho, la iniciativa que estamos discutiendo se ha hecho famosa por una de sus indicaciones. Es probable que la opinión pública no conozca otra disposición de esta ley que aquella que elimina el subsidio cruzado del dos por ciento a las isapres, lo cual ha hecho que este proyecto sea polémico y conocido en la opinión pública.

Pero éste no es el único subsidio cruzado. De hecho, los informes con los antecedentes respectivos que solicitamos, sólo los tuvimos después de haberse aprobado el segundo informe en particular de este proyecto en la Comisión de Salud. De lo contrario, habríamos incorporado otras indicaciones para terminar con otros subsidios cruzados, como el del sector público hacia el privado llamado subsidio maternal, que financia con fondos del sector salud el prenatal y posnatal de todas las mujeres que reciben este beneficio y cotizan en las isapres, el cual asciende nada menos que a 45 mil millones de pesos al año. Por lo tanto, aquí tenemos una situación muy delicada que fundamenta la indicación, porque desde el sector público estamos financiando gastos que debieran realizar las isapres e incluirlos dentro de sus costos como, por lo demás, ocurría originalmente en la ley de isapres de 1981. Ahora tenemos el problema de que los fondos a través de los cuales el Estado realiza este subsidio, provienen del bolsillo de los cotizantes de Fonasa.

Entonces, se da la siguiente paradoja. Un trabajador de la construcción, con cien mil pesos de sueldo, cotiza siete mil pesos mensuales y desde su precariedad económica ayuda a financiar las vacunas que reciben, por ejemplo, los hijos de los grandes empresarios, quienes tienen un sistema previsional en las isapres e ingresos suficientes, por lo que no necesitarían contar con este subsidio cruzado desde el sector público.

Esta indicación no hace otra cosa que eliminar un subsidio cruzado; es decir, que las acciones públicas en salud, como las vacunas, sean financiadas por el sistema previsional donde están adscritos quienes reciben el beneficio. Ésa es la línea argumental -puede haber discrepancias- que hemos sostenido para formular esta indicación.

En los dos informes, la Comisión de Salud ha ratificado la presentación que acabo de hacer y, en ambos, la Comisión de Hacienda ha modificado esta disposición, de manera que la Sala, en algún momento, deberá pronunciarse sobre si prevalece el acuerdo de la Comisión técnica o el de la de Hacienda.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra la Diputada señora María Angélica Cristi.

La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, hemos repuesto una indicación para eliminar el artículo que estamos discutiendo, en el cual se solicita el reembolso de los costos correspondientes a programas de cobertura nacional y aquellos que la ley obligue.

Respecto de esta materia, la Comisión de Hacienda rechazó este artículo, que posteriormente fue repuesto por la de Salud. Por lo tanto, esperamos que hoy la Sala decida si se aplica o no esta propuesta. Entre paréntesis -como argumentamos la vez anterior-, es insólito que todas las indicaciones presentadas al proyecto, muchas de las cuales apuntaban a mejorarlo en forma importante, hayan sido rechazadas, y la mayor parte, declaradas inadmisibles. Esta indicación, que debió ser declarada inadmisible, no lo fue por la Comisión de Salud ni tampoco por la Sala.

¿Por qué la consideramos inadmisible? Primero, porque la Constitución de la República, en su artículo 19, número 9, establece: "El Estado protege el libre e igualitario acceso a las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de la rehabilitación del individuo". Éste es un mandato constitucional y el Estado tiene la obligación, como tal, de hacer, sin discriminación alguna, programas de cobertura nacional que protejan a la población: de vacuna -como aquí se ha mencionado-, de alimentación complementaria, campañas públicas, etcétera.

Los chilenos, para proteger su salud, no pueden estar separados entre los que se encuentran en Fonasa o en isapres. Por otra parte, la misma ley hace que las prestaciones sean extensivas a todas las personas, sin considerar el régimen de salud a que están acogidas. Por lo tanto, cuando se pretende que las isapres y sus afiliados deban reembolsar al Estado el gasto de las prestaciones que den cumplimiento a programas de cobertura nacional, es una discriminación y un abuso que se comete con las personas adscritas a un sistema de salud privado.

En este sentido, los sistemas privados de salud han colaborado, con su atención y servicios, a prevenir una mayor cantidad de enfermedades, especialmente las que tienen que ver con los niños, y en las campañas nacionales de vacunación. Por lo tanto, hay una colaboración directa, más que un abuso, -como se ha tratado de decir-, de parte del sector privado.

Al respecto, podríamos citar la campaña nacional del cólera, gracias a la cual se pudo evitar esa enfermedad. Hoy, hay otras campañas en las que posiblemente se requiere mucha más fuerza, como en la prevención del Sida, que constituye una obligación del Estado. Si no fuera así, a lo mejor tendríamos muchos más problemas en el país.

Las isapres, evidentemente, pueden colaborar, dar ideas, y, al mismo tiempo, también pueden hacer sus propias campañas, si lo quieren, pero eso no significa que tengan que reembolsar al Estado recursos por las campañas que éste tiene obligación de hacer.

En la sesión anterior dijimos que en esta materia hacíamos una reserva de constitucionalidad, porque se ha transgredido la Carta y porque diputados, con autoridad y autonomía para dictar leyes, no han considerado fundamentos básicos de la Constitución Política. Más grave aún -así lo planteamos- es que en la propia Comisión se haya admitido esta indicación y luego repuesto contra la voluntad expresa de la Comisión de Hacienda.

Además, si el Diputado Girardi dijo claramente que esta indicación es simbólica, no veo por qué se sigue adelante con ella si puede crear graves problemas en salud y significar un retraso en la atención y en las campañas de las propias isapres.

Si es simbólica, dejémosla como tal y rechacemos que el sector privado deba devolver lo que el Estado invierte para prevenir mayores problemas de salud a nivel nacional.

Por eso, si la indicación es aprobada, reitero que acudiremos al Tribunal Constitucional para que determine si corresponde o no a las normas constitucionales.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, proyectos de esta naturaleza son muy interesantes, desde el punto de vista intelectual y político. Permiten decir muchas cosas y pecar, en algunos casos, sin mala intención, por desconocimiento o desinformación. 

La polémica que se ha planteado tiene que ver con una visión de economistas neoliberales del Banco Mundial, según la cual en salud existirían bienes públicos y privados. Los bienes públicos serían aquellos de beneficio para toda la comunidad y los tendría que hacer el Estado, y los privados, los que debiera solventar cada persona, como son las atenciones curativas.

Desde el punto de vista del sector, esa visión no existe. En salud, la promoción y prevención equivale a los bienes públicos, y la curación y rehabilitación a los bienes privados. Por eso, es entendible que los economistas voten en contra de la indicación, y los médicos, a favor.

Evidentemente, algunos economistas del mundo de la Concertación y de los propios partidos progresistas son más neoliberales y bancomundialistas y partidarios de la salud privada; pero también los hay de otros sectores, porque la discusión es transversal, como el Diputado señor Osvaldo Palma, quien fue uno de los ideólogos y generadores de la indicación. 

El problema no es de centro, de izquierda o de derecha, sino de todos los parlamentarios que estamos por garantizar los derechos ciudadanos. ¿De qué se trata? De que los subsidios, por regla general, deben ir de los más ricos a los más pobres y de los sanos a los enfermos. No corresponden a la inversa, es decir, que los subsidios vayan de los pobres a los más ricos. No procede que los más pobres financien la salud de los chilenos de más altos ingresos.

Si se recurre al Tribunal Constitucional, a lo mejor los pobres deberán seguir pagando la salud a los más ricos, porque el 55 por ciento del costo de la vacuna que recibe la persona que está en isapre -está entre los de más altos ingresos y optó por ese sistema de salud privado- lo pagan los chilenos que cotizan en Fonasa, y el 45 por ciento restante es de cargo fiscal. Más de la mitad del precio de una vacuna a una persona del sistema privado la paga el chileno pobre que vive en una población.

Cada vez que una persona adscrita a una isapre recibe el beneficio de una campaña contra el sida, la mitad de él lo paga el chileno pobre que está en el Fonasa o en sistema público de salud.

¿Cuál es el problema? La isapre no financia las prestaciones de prevención y promoción. No aporta un solo peso. ¿Por qué el chileno que opta por Fonasa debe financiar las prestaciones de prevención y promoción al que está en isapre y éste no aporta un solo peso para financiar sus propias prestaciones? 

¿Este es un problema de centro, de izquierda o de derecha o de aquellos que, de manera ideologizada, sistemática y persistente, insisten en defender los intereses y las altas utilidades de la empresa privada de salud en Chile?

Los parlamentarios debemos darnos cuenta de eso. No estamos en contra de las isapres, pero no nos gusta que ellas practiquen las exclusiones y las preexistencias y que echen a las personas cuando se enferman; que obliguen a los chilenos a usar instrumentos financieros para salvar su vida, como son los cheques en garantía. Son personas que optaron por un sistema que les ofreció la utopía de hacerse cargo de su salud. Las demás debieron acogerse al sistema público.

Entonces, me parece de toda justicia que las isapres reembolsen al Estado las prestaciones de prevención y promoción que reciben sus afiliados.

Además, esos recursos son escasos y, de acuerdo con los criterios de la economía de mercado, deben focalizarse hacia los más pobres. ¿Por qué se van a invertir en los sectores de más altos ingresos? Hay muchas situaciones que ameritan una mayor reflexión.

La Diputada señora Cristi debe saber que la Carta Fundamental dice que se garantizará el acceso a la promoción, prevención, rehabilitación y curación. Así, cada vez que una persona se enferma y necesita una cirugía, desde el punto de vista constitucional y de acuerdo con ese predicamento, el Estado tendría que financiársela por ley. 

Ésa no es la realidad, porque la gente que está en el sistema privado debe pagar sus acciones de curación y rehabilitación. Todos estamos de acuerdo en que el Estado no tiene por qué financiárselas en forma obligatoria.

En el fondo, la indicación es simbólica porque el país, como sociedad, todavía no tiene la madurez para entender la situación más allá del sistema público o privado. Ambos son instrumentos. No se trata de defender principios.

Para mí, el problema ha sido transformado en una discusión de principios. A mi juicio, los sistemas público y privado son instrumentos y los principios que deben defenderse son la salud de la gente, la vida de las personas, la dignidad, la accesibilidad y oportunidad de la atención. Pero no se puede trastrocar el debate.

Algunos defienden de manera sistemática lo privado, aunque sea malo; pero no se puede tapar el sol con un dedo. Todos estamos conscientes de las irregularidades y de las críticas contra las isapres. Si queremos salvar el sistema privado de salud, debemos regularlo. De no hacerlo, los propios ciudadanos van a decir que no lo quieren más.

Si se desea salvaguardar la economía de mercado, debemos hacerla transparente y limpia y otorgar a la gente posibilidades de participación en ella.

Por eso, pido a los señores diputados que hagan el intento y permitan que esta indicación, que fue simbólica, vaya en beneficio de las grandes mayorías del país.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Patricio Melero.

El señor MELERO.- Señor Presidente, más allá del simbolismo de la indicación presentada por un grupo de parlamentarios para obligar a las isapres a reembolsar al Estado el gasto por las prestaciones y actividades que corresponden a los programas de cobertura nacional, para darle cierto realismo a la discusión, pido un pronunciamiento de la Mesa sobre su inconstitucionalidad, en razón de los argumentos expuestos en sesiones anteriores y en la presente, por vulnerar normas que atentan contra el principio de igualdad ante la ley, establecidas en los números 2º, 9º y 22 del artículo 19 de la Constitución de la República, el último de los cuales está relacionado con las iniciativas económicas y al principio de no discriminación que establece nuestra Carta Fundamental.

Es importante el pronunciamiento de inconstitucionalidad de la Mesa, puesto que el proyecto, en lo que se refiere a esta indicación, no cuenta con el respaldo del Gobierno, del ministro de Salud ni de la Superintendencia de isapres, que han hecho ver y valer la falta de iniciativas de los diputados sobre la materia y la abierta inconstitucionalidad que se genera.

Entonces, como el tiempo de los señores parlamentarios y la discusión del proyecto son importantes, sería bueno que antes de que el proyecto pasara al Senado, la Mesa se pronunciara sobre el requerimiento de inconstitucionalidad que algunos diputados hemos formulado y fundamentado en varias oportunidades.

Sin perjuicio de los aspectos constitucionales, es importante evaluar la iniciativa desde el punto de vista de su conveniencia técnica en esta verdadera obsesión de algunos señores diputados, de distintas corrientes políticas, de poner el dedo acusador sobre el sistema privado de salud. En realidad, no ven la viga en el ojo propio, pero sí la paja en el ojo ajeno. 

Más adelante, en otras intervenciones, señalaré las ineficiencias del sector público, la caída fuerte en los índices agregados de productividad; la ostensible disminución de las intervenciones quirúrgicas, pese al aumento sustancioso de los recursos públicos. 

Demostraré cómo, a pesar de que hoy se gasta casi dos veces y media más en salud pública que en 1990, la productividad ha subido sólo en el 3,2 por ciento; y lo que es más grave, que las intervenciones quirúrgicas han caído en 7,6 por ciento, de 700 y tantos mil a 670 mil, y que la productividad por peso gastado del erario en salud ha disminuido en el 45 por ciento.

Pero, vamos al hecho concreto de la indicación por la cual se pretende obligar a las isapres a reembolsar recursos.

¿De qué se trata? Se trata de los llamados bienes públicos, productos, prestaciones o programas de cobertura nacional, dentro de los cuales están los de inmunización, los de alimentación complementaria, los de índole ambiental y otros que se han señalado, como el caso del sida, cuyas campañas ha debido enfrentar el sector público.

En primer lugar, en cuanto al programa ampliado de inmunizaciones y vacunación, creo importante consignar que el objetivo de protección de la salud debe abarcar, a nuestro juicio, a toda la población, independientemente del sistema previsional, porque es de su esencia que, al menos, se den dos características esenciales: una, que su cobertura sea cercana al 90 por ciento de los habitantes. Ningún programa de vacunación o inmunización es efectivo si no cubre el 90 por ciento de la población. Por consiguiente, para que tenga éxito, debe cubrir tal porcentaje, su calidad debe ser uniforme y cumplir las normas técnicas establecidas. Tiene mucha importancia la cadena de frío para la mantención de las vacunas antes de su aplicación.

De la vacunación se generan externalidades positivas e importantes para la sociedad, independientemente del sistema previsional de las personas. El hecho de que una persona se vacune no sólo le proporciona beneficio a ella. Además, contribuye a la inmunización del resto de la población.

En la historia del país, hemos sido ejemplo en el mundo por la eliminación del problema del sarampión, de la polio, de la difteria y por otra serie de programas de vacunación, que hasta hoy siguen vigentes, para combatir la tuberculosis, la difteria, el tétano, el coqueluche, el sarampión, la parotiditis, la rubéola. Básicamente, son programas de vacunación obligatoria que han permitido enfrentar en muy buena forma problemas de salud.

En consecuencia, dada la universalidad de la cobertura -el 90 por ciento- y los parámetros técnicos involucrados para beneficiar a toda la población, a nuestro juicio, en este tipo de programas la responsabilidad es ineludible del Estado.

La presencia de externalidades positivas justifica, en este caso, un subsidio estatal a todos los chilenos y mejora la eficiencia en la asignación de los recursos.

Por consiguiente, el financiamiento debe provenir de los fondos generales de la nación y no de las cotizaciones de los afiliados, que van estrictamente al programa de salud que cada uno contrata.

¿Se imaginan lo que significa discriminar en esa forma? Sitúense en una escuela, en cualquier lugar de Chile, donde, al momento de vacunar al alumno, la enfermera o auxiliar le pregunta si sus padres están afiliados a Fonasa o a una isapre o si carecen de sistema asistencial. Luego, pone en filas distintas a los que pertenecen a una isapre, a Fonasa, y a quienes no tienen sistema alguno. Eso es condenar al fracaso el éxito número uno de la salud chilena, como ha sido el programa de inmunización.

La gente, perfectamente, podría preguntarse: ¿por qué no me cobran, si soy cotizante de Fonasa? ¿Por qué no me cobran, si soy muy rico y no cotizo en sistema alguno de salud? ¿Y a mí -dice otro- que cotizo en una Isapre -donde el 70 por ciento de sus afiliados tienen rentas iguales o inferiores a 270 mil pesos- me cobran? En esencia, eso es un gravísimo golpe directo al exitoso programa de inmunización.

Otra de las áreas públicas afectadas es la relativa a los programas nacionales de alimentación complementaria, cuyo objetivo consiste en lograr el crecimiento y desarrollo normal del niño desde su gestación y estimular, por su modalidad de entrega, la asistencia a controles de salud. Representa un apoyo nutricional indispensable de carácter preventivo y de recuperación, mediante la distribución de leche y otros alimentos a niños menores de seis años, y a embarazadas y nodrizas que acuden regularmente a los controles.

Este subsidio puede calificarse como una acción de fomento de la salud, para evitar que, en el futuro, la sociedad tenga que hacerse cargo de un niño en condiciones de salud desmedrada, y como una acción de prevención que incentiva los controles de salud.

Este programa, por sus características, debe estar dirigido fundamentalmente a los grupos vulnerables, especialmente a los de bajos ingresos, y la responsabilidad en el diseño y en el financiamiento del mismo recae en el Estado. Por consiguiente, no corresponde asestarle un efecto negativo directo a una cosa tan sensible, como es la alimentación y la nutrición de la niñez en Chile.

Finalmente, los programas ambientales, cuyo objetivo es lograr la máxima calidad en esa área para todos los chilenos, cubren características típicas de los bienes públicos, sin excluir a ningún sector de la sociedad. En materia de políticas ambientales, no cabe discriminar respecto de los afiliados a una isapre o a un sistema público de salud.

Desde un punto de vista técnico, ético y de salud pública, en materia de bienes públicos no hay justificación alguna para generar una indicación como la que se ha presentado y sobre cuya inconstitucionalidad espero un pronunciamiento de la Mesa.

He dicho. 

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Julio Dittborn. 

El señor DITTBORN.- Señor Presidente, he escuchado atentamente a los Diputados señores Girardi y Aguiló, quienes me antecedieron en el uso de la palabra. Quiero hacer algunos comentarios al respecto, en el ánimo de que este intercambio de opiniones en esta Sala no se constituya en un diálogo de sordos.

El Diputado señor Girardi ha señalado algunos conceptos con los cuales concuerdo en cierto sentido. Sin embargo, debo rebatirle otros, en los cuales fundo la validez intelectual de mi argumentación.

En primer lugar, estoy de acuerdo -al igual que él- en que la discusión sobre salud, tanto pública como privada, no debe basarse sólo en principios, sino que debe tener un carácter instrumental. Y esto lo puedo afirmar porque conozco el tema de la salud y he podido advertir cómo varios consultorios, que son estatales, funcionan estupendamente, a mi juicio, porque son administrados mediante una gestión descentralizada que les otorga a quienes los manejan un gran poder de decisión, y a su personal, incentivos monetarios y no monetarios, a fin de que su quehacer en favor de los pacientes sea de óptima calidad. Por lo tanto, yo sería el último en criticar a los consultorios de Fonasa, porque funcionan -repito- con una gestión apropiada y descentralizada y con incentivos adecuados para quienes laboran en ellos. Los visito frecuentemente y veo un ambiente de trabajo estimulante y positivo, que va en beneficio de los pacientes.

Pero así como he visto esa situación en algunos consultorios, también he podido advertir en hospitales, fundamentalmente públicos, que son la cara opuesta: su gestión no es descentralizada; por el contrario, sus directores y ejecutivos están imposibilitados de tomar decisiones respecto del personal, porque hay estatutos que lo favorecen y que, al mismo tiempo, perjudican a quienes los administran. Hay listas de espera, desidia de parte de muchos funcionarios. No hay incentivos monetarios y no monetarios apropiados para el personal, ambos importantes para mejorar la capacidad laboral de los trabajadores de los hospitales públicos.

Ahí veo a un sector público que no me entusiasma, porque, entre otros aspectos, lo veo somnoliento, poco preocupado de sus pacientes. En consecuencia, en lo que a salud se refiere, no descalificaría al sector público de plano. A mi juicio, más importantes que la propiedad del inmueble o que su equipamiento, son la gestión administrativa y, específicamente, el grado de descentralización de los hospitales y consultorios públicos y los incentivos que perciben sus trabajadores.

Quiero también hacer un comentario positivo sobre la indicación presentada por el Diputado señor Montes, tendiente a dar mayor autonomía en su gestión a un hospital que se acaba de construir en la Región Metropolitana. 

Con la misma franqueza que acepto lo manifestado por mis adversarios políticos, quiero pedirles que reconozcan que mientras los gremios, en particular el Colegio Médico de Chile, sigan coadministrando el sector estatal de salud, jamás podremos tomar desde el gobierno -cualquiera que sea su ideario político- las medidas de administración necesarias para dar a los empleados públicos buenas remuneraciones, mayor dignidad en su trabajo, mayores estímulos, mejores incentivos, y a los hospitales, mayor autonomía en su gestión. Y en esto quiero que nos pongamos de acuerdo. Mientras los gremios dicten las normas sobre administración de la salud pública, como de hecho lo está haciendo hoy el Colegio Médico de Chile, el cual no dejó que la indicación del Diputado señor Montes, discutida en la Comisión de Hacienda, fuera mejor de lo que terminó siéndolo en el proyecto, no podremos darle al sector público mayor autonomía ni mayores incentivos a sus trabajadores.

Quisiera hacer algunos comentarios adicionales sobre dos indicaciones presentadas al proyecto. La primera -sobre la cual se ha hablado bastante- obliga a las isapres a financiar lo que los economistas llamamos "bienes públicos" y lo que los médicos llaman "acciones de promoción o prevención".

El concepto es que si una persona, por falta de recursos, por desidia o por cualquier razón, no se somete a ciertos sistemas de vacunación, o en el caso del sida, a tratamientos, eso tiene un impacto sobre la ciudadanía, porque se trata de enfermedades contagiosas. Entonces, no se trata de que, necesariamente, esto sea gratuito, sino obligatorio, para mantener los índices de salud pública que Chile se enorgullece de poseer, puesto que, hace muchos años, las enfermedades infecto-contagiosas prácticamente se han eliminado, gracias a que las acciones de promoción y prevención -como las ha llamado el Diputado señor Girardi- son obligatorias en Chile. Eso es lo importante.

La gratuidad no es conceptualmente necesaria; lo necesario es la obligatoriedad. La gratuidad se ha asociado a la obligatoriedad porque es evidente que, si se cobra por este servicio, algunas personas podrán decir que no les interesa comprarlo, y si no lo hacen, carecerán de tratamiento y correremos el riesgo de que en Chile reaparezcan las enfermedades infecto-contagiosas que han sido casi erradicadas.

De manera que el concepto correcto es el de la obligatoriedad; la gratuidad le ha sido instrumental, a fin de que este tipo de servicios llegue a todos los chilenos, independientemente de su nivel económico.

Debo hacer presente que el Ejecutivo no ha sido partidario de esta indicación -lo dijo el Ministro en la Comisión de Hacienda-, pues considera que este tipo de bienes debe seguir siendo gratuito y obligatorio.

Finalmente, quiero comentar la indicación del Ejecutivo, que me parece tremendamente negativa, de obligar a las isapres a pagar el ciento por ciento de los costos de hospitalización de sus afiliados en hospitales públicos en casos de urgencia.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Señor diputado, está en discusión el Nº 1 del artículo 1º del proyecto.

El señor DITTBORN.- Entonces, dejo esto para mi segunda intervención.

Deseo formular un comentario de carácter general sobre algo que, en mi opinión, empobrece el debate al interior de la Cámara: la caricatura que en forma sistemática se hace respecto de que a las isapres sólo pertenecen las personas de altos ingresos o -como citó el diputado que me antecedió en el uso de la palabra- los hijos de los empresarios, y al Fonasa, las personas de bajos ingresos. Por lo tanto, todo subsidio a los afiliados al Fonasa es deseable, por así decirlo, y todo beneficio a los afiliados a las isapres es indeseable y habría que eliminarlo.

Esto no es enteramente cierto. En primer lugar, está el argumento del Diputado señor Melero, en cuanto a que el sueldo promedio de las familias afiliadas a las isapres no es de familias ricas ni se trata de hijos de empresarios. Hay muchas personas de clase media que han preferido las isapres.

En ese sentido, hago un llamado -con esto termino- a nuestros adversarios políticos a no condenar a las isapres a priori, aunque creo que tienen muchos defectos, como también los tiene el Fonasa. Les pido que demos a los chilenos la oportunidad de elegir libremente dónde desean atenderse en salud.

Si creemos que los chilenos tienen capacidad para decidir, para votar y para tantas otras cosas importantes, por qué no les damos la posibilidad de elegir entre dos sistemas imperfectos, porque lo son tanto las isapres como el Fonasa. Dejemos que los chilenos elijan entre ambos.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Osvaldo Palma.

El señor PALMA (don Osvaldo).- Señor Presidente, nosotros mantenemos nuestra posición en cuanto a que los que tienen más deben ser solidarios con los más necesitados. Y esto no constituye una discriminación; al contrario, la sociedad debe ayudar a las personas de menos ingresos.

Se ha insinuado que las campañas de salud carecerían de la efectividad que actualmente tienen, las que han llevado a nuestro país a ocupar un lugar de privilegio en las estadísticas mundiales. De ninguna manera; todo seguirá teniendo la misma calidad, puesto que el Ministerio continuará con la ejecución y supervisión de estos programas, al igual que hoy. Por lo tanto, se mantendrá la calidad sin cambio alguno. Por otro lado, se mantiene la obligatoriedad, porque eso es inalterable. La ley chilena no discrimina cuando deben pagar las personas que pueden hacerlo, de acuerdo con su previsión. De manera que aquello resulta lo más extraño que se puede decir; esto se llama justicia, solidaridad; no es discriminación. Aparentemente, muchos no se han dado cuenta de la trascendencia que hoy tiene su voto, al permitírseles participar en la aprobación de este proyecto de salud que beneficia a tantos necesitados.

Se habla de mala administración de la salud pública, de poca eficiencia; pero no se dice que la gestión en el sistema público se lleva a cabo con recursos que no superan los 800 pesos per cápita mensuales, lo que significa pagar con ellos agua, luz, enfermeras, etcétera. Eso es una buena gestión, y con esos escasos recursos se han logrado los buenos resultados que hoy se aprecian. Sin embargo, es cierto que hay que mejorarla, porque existen problemas.

Los diputados de Renovación Nacional estamos conscientes de que existe la obligación de ayudar; la sensibilidad social no nos es ajena y, por lo mismo, hemos colaborado intensamente para mejorar este proyecto de ley. Es cierto que falta mucho por hacer, pero nadie puede negar que, a nivel mundial, la salud chilena es buena. 

Por eso, hoy necesita una ayuda más, y los colegas no deben negarse a ayudar a quienes más necesitan. Los intereses de quienes son más deben estar por sobre los de cualquier empresa, lo que no significa ser enemigo de ellas; ocupan un lugar importante, pero no debemos subsidiarlas.

Por todo esto, los diputados de Renovación Nacional votaremos a favor este proyecto sobre salud, así como también las indicaciones que benefician a tanta gente.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Rodrigo Álvarez.

El señor ÁLVAREZ.- Señor Presidente, junto con respaldar la petición de que se analice la constitucionalidad de la indicación -entiendo que la Mesa la está revisando; por mi parte, considero que se trata de una materia inconstitucional-, quiero hacer algunos comentarios más de fondo en torno de ella. 

En primer lugar, en cuanto al llamado del Diputado señor Girardi de no caer en demagogia, creo que él incurre en el mismo pecado que pretende execrar, porque considero totalmente fuera de la discusión reiterar en tres o cuatro ocasiones que los pobres les están dando dinero a los ricos. Cuando decimos que el 70 por ciento de las personas que cotizan en isapres tienen rentas inferiores a 270 mil pesos -generalmente en planes familiares-, no nos estamos refiriendo a ricos, a empresarios o a millonarios, sino a muchos chilenos que se atienden en un sistema privado, porque han optado libremente por él y porque constituyen grupos familiares con ingresos medios y bajos. Por lo tanto, ésta no es una disputa entre pobres y ricos. Tampoco se trata de hacer un discurso para la galería, en cuanto a insistir en que son los pobres los que están pagando la salud de los ricos.

Ahora bien, es tan poco demagógico estar en contra de esta disposición, que basta con recordar que la Comisión de Hacienda, donde hay diputados de todas las tendencias, rechazó la indicación por siete votos contra cero. En la segunda discusión también fue rechazada por seis votos y cuatro abstenciones. Además -tal como lo dijo el Diputado señor Dittborn-, el Gobierno tampoco está de acuerdo con esta indicación, porque, más allá de la discusión planteada, se trata de establecer los fines y las obligaciones del Estado. No hay que olvidar que la mayor parte de los ingresos públicos que recibe el Estado son aportados, mediante tributos, por las personas que el Diputado señor Girardi califica de ricos. Pues bien, el Estado tiene algunos deberes para con ellas.

Es posible que sea un error traspasar estos fondos al Fonasa a través del Iva, porque así se tiende a pensar que son fondos Fonasa. En realidad, son del Estado y deben cumplir ciertas funciones. Así como resultaría inconcebible que fondos del Estado cubrieran operaciones de personas que han optado por el sistema privado -la búsqueda de una prestación propia es un bien privado-, es, asimismo, absolutamente admisible considerar que ese mismo Estado -ya sea que una persona se atienda en el Fonasa o en una isapre- deba financiar -como lo ha dicho el Diputado señor Melero- ciertos bienes de salud pública y, fundamentalmente, ciertos programas de vacunación contra epidemias, ciertas enfermedades tan graves como el sida o programas de atención masiva. Aquí no estamos viendo si el Fonasa es el que paga -porque son fondos estatales-; lo que estamos determinando es si el Estado tiene o no la misión de cumplir ciertos cometidos propios de salud pública.

Creo que en esta materia los programas de vacunación y de prevención, como el sida -tan brillantemente explicados por el Diputado señor Melero-, deben ser financiados por el Estado en su globalidad, puesto que a él hemos contribuido absolutamente todos y porque se trata de bienes que deben ser protegidos. 

Además, estimo pertinente señalar que este programa, sobre todo en muchas regiones, sería absolutamente impracticable y desastroso. Definir si las prestaciones de determinado tipo han sido dadas a un niño que estaba en una isapre o en el Fonasa, me parece algo imposible de llevar a la práctica.

Por eso -insisto-, esta materia no debe caer en un debate demagógico, y se incurre en él cuando se olvida que aquí estamos defendiendo una libertad y que en instituciones como las isapres convive, en este momento, más del 70 por ciento de los afiliados que tiene una renta inferior a los 270 mil pesos.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Manuel Bustos.

El señor BUSTOS (don Manuel).- Señor Presidente, desde mi de punto vista, considero necesario aclarar algunos conceptos.

Creo que no es correcto plantear que el Fonasa debe financiar las enfermedades catastróficas -además de la vacunación y otros programas de salud- que sufren algunos afiliados a las isapres. Cuando uno dice que son instituciones privadas, los que están en ellas deben saber lo que eso implica. Entonces, por un lado, no podemos apoyar la salud privada y, por otro, decir que el Estado debe subvencionarla. 

Desde ese punto de vista, no comparto en absoluto lo que plantean algunos colegas de la Derecha cuando dicen que ello es nuestra obligación. Nuestra obligación es dar salud al país, servicio que el sistema público está prestando a su población, y creo que lo está haciendo bien, pues ha mejorado enormemente en atención, en infraestructura, en maquinaria, en todo; de manera que son injustas las críticas que se le hacen. 

En primer lugar, no ha sido fácil recuperar la atención de la salud pública de la crisis en que la dejaron sumida. Ha sido necesario hacer remodelaciones, instalar maquinarias, cambiar calderas y construir nuevos hospitales. Hoy, todos aplauden la inauguración de dos nuevos hospitales en Santiago y de una buena cantidad de consultorios nuevos en distintas regiones y provincias. Hay que valorar los esfuerzos hechos por el Estado para mejorar la atención de salud, que estaba prácticamente en el suelo, destruida, con salarios miserables, tanto de médicos como de trabajadores. Se dice que el problema radica en que no hay una buena gestión. Es muy probable que en algunos hospitales haya mala gestión y mal trato, pues médicos y trabajadores se sienten angustiados por los salarios miserables que reciben. 

Aquí se ha dicho que deben pagarse buenos salarios y mejorar la gestión. El gobierno del ex Presidente Aylwin inició un proceso para mejorar la gestión. Entre los acuerdos a que llegamos en ese momento -continúan ahora, a pesar de que con el último tuvimos problemas-, hubo uno que consideró un grado de participación ligada al sueldo. Es un proceso interesante que ha tenido excelentes resultados en los hospitales en los cuales se está aplicando: participación, no cogestión; hay una gestión participativa.

Creo que antes de hablar de la salud pública sería bueno considerar estas realizaciones y procesos que están funcionando; pero resulta injusto criticar los servicios de salud en momentos en que lo que estamos discutiendo es si este dos por ciento debe ser aportado por el Estado. Tenemos que entender que cuando las empresas son privadas, el Estado no debe intervenir. De no ser así, hablemos de todas las partes donde el Estado debe estar presente. Por mucho que se trate de la salud, la persona que se afilia a una isapre tendrá que enfrentar el problema y si en algún momento determina que no está bien atendida, volverá al Fonasa. Por ejemplo, sufro una enfermedad catastrófica y me ha ido pésimo con mi isapre. Probablemente, volveré al Fonasa una vez que resuelva el problema que tengo con ella; porque es un escándalo que por haber sido objeto de una radiación o tratamiento radioterápico que me costó 2 millones y medio, la isapre me devuelva sólo 180 mil pesos.

De manera que debemos tener mucha claridad al respecto: definir con claridad, como Parlamento, que las instituciones privadas deben financiarse, porque han optado por dar un servicio a una persona que mañana puede tener cualquier problema de salud. De lo contrario, que digan claramente que no van a responder por determinadas enfermedades si el Estado no las financia, para que el afiliado sepa a qué atenerse.

Me parece impensable sostener que esta indicación se planteará -alguien lo dijo por ahí- como una cuestión simbólica. ¿Cómo va a ser simbólico que el Estado tenga que pagar a las isapres? ¿Cómo va a ser simbólico que yo, como privado, preste un servicio y le cobre al Estado? El que está en la cosa privada, tiene que enfrentarla a muerte, con todo, sin recurrir al Estado para que financie las vacunas, la leche o las enfermedades catastróficas, mientras los pacientes le pagan. No; en eso debemos ser claros y entender que, en materia de salud, el Estado está avanzando; habría que ser muy egoístas para no reconocerlo.

¿Cuántas esperas hay actualmente para operación? No más de 3 ó 4 por ciento. Antes, para una cirugía, había que esperar fácilmente entre 6 y 7 meses. En la actualidad -los colegas pueden pedir los últimos informes sobre cirugía-, hay hospitales que tienen cero peticiones de cirugía y de otras atenciones importantes de salud. Algunos, como el hospital Barros Luco, por ejemplo, tiene problemas por la enorme densidad de gente que atiende; pero ahora, gracias a Dios, con el hospital Padre Hurtado, se va a desahogar muchísimo.

Reitero que es un "desenfado" decir que hay problemas en la salud y, a continuación, pedir que todos los problemas de las isapres sean resueltos por el Fonasa, con la plata -como alguien dijo aquí- de los pobres. Eso no es correcto, y sería bueno sacar del lenguaje usado en la Sala la palabra "simbóli-ca", para referirse a la indicación. Me parece un grave error, porque estamos tratando de encontrar una solución para los privados y el Fonasa.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Masferrer.

El señor MASFERRER.- Señor Presidente, la Comisión de Salud incluyó una indicación al artículo, cuyo texto es el siguiente: "Las instituciones de salud previsional deberán reembolsar al Estado el gasto por las prestaciones y actividades que den cumplimiento a programas de cobertura nacional y aquellas que la ley obligue".

Con esta indicación se pretende que sólo quienes están afiliados al sistema privado de salud financien acciones que correspondan al Estado.

Los parlamentarios que, en dicha Comisión, nos opusimos a esta indicación hicimos hincapié en su absoluta inconstitucionalidad. En efecto, ella vulnera gravemente garantías expresamente consagradas en la Constitución Política. La primera de ellas, en el artículo 19, Nº 2, asegura a toda persona "la igualdad ante la ley", y agrega que "ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias;".

¿Qué se entiende por diferencias arbitrarias? La Comisión de Estudios para la nueva Constitución definió como tales a todas aquellas que carecen de un fundamento racional y que no se inspiran en un propósito de justicia o de prosecución del bien común. A su vez, el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española define la palabra "arbitraria" como el "que procede con arbitrariedad", es decir, de manera contraria a la justicia o a la razón, "dictado sólo por la voluntad o el capricho".

Frente a estas esclarecedoras definiciones e interpretaciones del texto constitucional, corresponde dilucidar si estamos en presencia de una diferencia o de una discriminación arbitraria. Es necesario tener presente que las acciones de cobertura nacional son bienes públicos y, por lo tanto, financiados con fondos del erario, al que contribuimos todos los chilenos con nuestros impuestos, incluidas las isapres, ya que los beneficios de estos programas son para todos los habitantes del país. Sin embargo, de admitirse esta indicación, se estaría aceptando que unos pocos financien de su bolsillo acciones que corresponden al Estado, ya que estos programas, cuyo objetivo es la protección de la salud, deben abarcar a toda la población. Además, estos programas generan externalidades positivas, donde los beneficios para el conjunto de la sociedad son aún mayores que los que recibe la persona que se somete a ellos; por ejemplo, los programas de vacunación, pues es un deber indelegable del Estado resguardar a la población de la propagación de enfermedades transmisibles. Por el contrario, el reembolso que se pretende imponer a las isapres se cargará a las cotizaciones que pagan sus afiliados, encareciendo sus respectivos planes de salud, habida consideración de que estos programas no son financiados por los afiliados al sistema público de salud. Sucedería, entonces, que todas estas personas recibirían los beneficios en forma gratuita, así como también quienes, sin calificar como indigentes, no están adscritos a ningún sistema de salud.

Por ello, no cabe hablar de un bolsillo a las isapres, sino de uno que beneficia a toda la población y que ha tenido tanto éxito hasta el momento. Entre otras razones, porque estos programas son gratuitos para toda la población.

Todo lo anterior nos indica, claramente, que no hay racionalidad ni justicia alguna en la indicación al artículo 1º del proyecto, y en ningún caso persigue el bien común. En consecuencia, estamos en presencia de una discriminación absolutamente arbitraria. Esa disposición, por su evidente inconstitucionalidad, debe ser rechazada.

Otra garantía constitucional vulnerada es la consagrada en el Nº 9 del artículo 19, que asegura el derecho a la protección de la salud, debiendo el Estado proteger "el libre e igualitario acceso a las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo". Con esta indicación, ¿estaría el Estado garantizando un acceso a las acciones de salud que por mandato constitucional le corresponden? La respuesta es lógica y clara: no. ¿Cómo puede garantizarse un libre e igualitario acceso, cuando a ciertas personas se les impone una carga económica adicional no contemplada en sus contratos privados, y que mediante dicha carga se les obliga a financiar no sólo sus programas de cobertura, sino los del resto de la comunidad? Por otro lado, se estaría poniendo en riesgo la salud de toda la población, así como desprotegiéndola de las agresiones del medio ambiente.

En tercer lugar, se vulnera la garantía del Nº 22 del artículo 19, ya que establece una discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica, al imponer una carga a afiliados de las instituciones de salud previsional, no así a Fonasa, que realiza las mismas funciones que las isapres. De esta manera, el Estado no actuaría en un plano de igualdad con los particulares, sino que gozaría de un privilegio: autoeximirse de una carga económica impuesta a los privados con los que compite.

También se vulnera la garantía constitucional del derecho a la propiedad, consagrada en el Nº 24 del artículo 19, en razón de que los afiliados al sistema privado de salud son dueños de su cotización, la que han convenido con el fin específico de financiar el plan de salud que han contratado libremente. De esta manera, el Estado infringiría el derecho de propiedad que tienen los afiliados sobre las cotizaciones, limitando por lo menos dos facultades esenciales del dominio: de uso y de disposición.

Por último, el Nº 26 del artículo 19 establece una garantía destinada a dar seguridad a todas las demás: "La seguridad de que los preceptos legales que por mandato de la Constitución regulen o complementen las garantías que ésta establece o que las limiten en los casos en que ella lo autoriza, no podrán afectar los derechos en su esencia, ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan su libre ejercicio".

De más está decir que al disponer una carga económica a los afiliados al sistema privado de salud, se imponen condiciones que impiden el libre ejercicio de las garantías constitucionales señaladas.

Señor Presidente, por todo lo anterior, en uso de las atribuciones que me confiere el Reglamento de la Cámara de Diputados y en virtud de los artículos 24, inciso segundo, y 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, solicito que declare la inadmisibilidad de la indicación aprobada por la Comisión de Salud al artículo 1º del proyecto que perfecciona normas en materia de salud, por ser manifiestamente contrarias a la Constitución Política, sin perjuicio de hacer expresa reserva de la facultad de recurrir al Tribunal Constitucional.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- La Mesa aclara que al final del debate emitirá su pronunciamiento respecto de la inadmisibilidad solicitada.

Tiene la palabra el Diputado señor Nelson Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, en todos los debates en que se tocan los intereses público y privado, la Derecha siempre, en forma sistemática, opta por el último. Hechos recientes ponen de manifiesto lo señalado.

Cuando surgió la crisis de las empresas eléctricas, la ciudadanía se percató de que su proceso de privatización se llevó a cabo sin resguardo alguno del interés público. Además, para nadie es desconocido que los actuales representantes de la Derecha en el Congreso fueron gobierno durante diecisiete años. Ellos gobernaron a través de los militares, y aquí tenemos exponentes genuinos que formaron parte del aparato público. Entonces, ahora no pueden venir a sorprenderse de las medidas que adoptaron en su momento y de las cuales se hicieron solidarios.

Es preciso dejar en claro que la incorporación del sector privado a asuntos que revisten interés público, se ha concretado sin que exista resguardo alguno para los ciudadanos comunes y corrientes. Es obvio que si se da pie para que los privados participen en la gestión de protección de la salud, debe ser sobre la base de que se garantice en forma mínima el interés de los ciudadanos, en especial el de los más modestos.

Desde luego, las campañas del sida, las vacunas, los programas nacionales de alimentación complementaria y los subsidios son un conjunto de elementos de carácter preventivo que, indirectamente, a la larga, repercuten en lo que puede ser la gestión de empresas privadas que se desenvuelven en el área de la salud, que están siendo beneficiadas de algún modo. Sin embargo, no consienten contribuir, ni en lo más mínimo, al financiamiento de estos programas y todo se deja en manos del aparato público que, por la forma en que se ha concebido el sistema, ha podido reclutar solamente a los chilenos de menores ingresos.

Se dice acá que en las isapres hay afiliados que pertenecen a las capas medias, incluso, bajas de la población. Sí, es así. Pero ello ha ocurrido básicamente porque han sido atraídos a través de una propaganda engañosa que promete mucho más allá de lo que efectivamente puede cumplir. ¡Cuántos afiliados a isapres que ganan menos de 200 mil pesos, en forma inexorable terminan en los hospitales públicos, porque esas instituciones son incapaces de responder concretamente a las demandas que se les formulan en un momento determinado! Eso constituye un engaño y mientras se están colocando los planes de salud que ofrecen las isapres, no se aclaran en absoluto este tipo de situaciones.

Existe un gran segmento de la sociedad chilena que pertenece a las isapres, que paga las cotizaciones correspondientes, pero que al sufrir una enfermedad, de simple hospitalización, ni siquiera catastrófica, no va a ser objeto de la atención que supone; básicamente, porque esos planes no brindan las coberturas adecuadas, y eso es preciso decirlo, por cuanto implica un mínimo de honestidad de las isapres en el manejo de su actividad.

En consecuencia, todo lo que implique mejorar la posición de las personas que han accedido a formar parte de los beneficiarios de una isapre, es algo que tenemos el deber de llevar adelante. Por otro lado, fundamentalmente, imprimirle un carácter más solidario a un sistema que tiene rasgos de individualismo y de insolidaridad absolutamente indeseables, si se pretende ir construyendo una sociedad mínimamente justa y equitativa.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Salvador Urrutia.

El señor URRUTIA.- Señor Presidente, comentaré un tema al cual no se le ha dado la correspondiente prioridad en la sesión. Me refiero al artículo 6º.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Señor diputado, estamos discutiendo solamente el número 1 del artículo 1º.

El señor URRUTIA.- Entonces, intervendré en su oportunidad.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Ofrezco la palabra sobre el artículo 1º, número 1.-.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

El señor MELERO.- Reglamento, señor Presidente.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor MELERO.- Señor Presidente, en virtud de lo que su Señoría señaló, le ruego que, al momento de terminar el debate sobre este artículo, la Mesa se pronuncie sobre los reclamos de inconstitucionalidad que hemos representado fundadamente.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Nuestra intención es pronunciarnos cuando se cierre el debate de todo el proyecto.

El señor MELERO.- Señor Presidente, ¿va a someter a votación ahora el artículo?

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- No, señor diputado.

Antes de someterlo a votación, la Mesa debe pronunciarse, lo que hará al cierre del debate del proyecto.

En discusión el número 3 del artículo 1º.

Llamo al orden a los Diputados señores Ulloa y Bartolucci.

Tiene la palabra la Diputada señora María Angélica Cristi.

La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, hemos renovado la indicación formulada a este artículo con el fin de eliminarlo, tal como lo habíamos planteado en la sesión anterior.

Le voy a conceder una interrupción al Diputado señor Melero para que la sustente.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aclaro a los señores diputados que está en discusión el número 3 del artículo 1º. 

Tiene la palabra el Diputado señor Patricio Melero.

El señor MELERO.- Señor Presidente, el precepto en debate es uno de los pocos del proyecto que se aproxima tibiamente, a juicio nuestro, a la dirección correcta. Autoriza al Estado para contratar determinado tipo de prestaciones con organismos públicos o privados.

La norma permitirá, paulatina o decididamente, descongestionar la gran demanda de atención, representada por largas listas de espera en algunos centros hospitalarios, como también enfrentar las carencias -capítulo muy sensible-, de las especialidades médicas.

Si bien hoy Fonasa puede contratar estos servicios en determinadas prestaciones muy complejas, en programas de apoyo al adulto mayor o en la atención oportuna, es muy importante señalar la necesidad de financiar, tal como lo propone la letra b) que modifica el artículo 27, en todo o en parte, de acuerdo a las políticas y prioridades que para el país defina el Ministerio de Salud, el otorgamiento de este tipo de contrataciones externas.

En este sentido, también es importante que la Cámara esté debidamente informada de algunos de estos programas para conocer los beneficios que genera. Por ejemplo, en un tema muy sensible, como es el de la insuficiencia renal, dada la incapacidad o la falta de instalaciones necesarias del Estado, el 80 por ciento de las diálisis que se realizan en el país se contratan o subcontratan en el sector privado y las paga el sector público. También se financian todos los programas de trasplantes hepáticos, que es otra área que tiene gran relevancia. 

Asimismo, respecto del mejor aprovechamiento de la capacidad instalada, también en regiones los hospitales de las mutuales prestan un servicio muy importante en esta área.

También lo hemos visto empíricamente en la difícil situación que se produce como consecuencia de paros ilegales en el sector salud, en que el Estado debe contratar servicios en los hospitales de las Fuerzas Armadas o en establecimientos o clínicas privadas para atender a aquella población que en estas situaciones es desatendida. Nuevamente, gracias a esta facultad, el sector público puede sortear las dificultades que se generan en la atención de salud del país.

También está el capítulo, muy importante, relativo a las enfermedades respiratorias.

Este es, de alguna manera, un elemento argumental para quienes suelen criticar la gestión privada y, en una suerte de alarde de omnipotencia, señalar que el sector público es capaz de hacerlo todo.

Si no aprobamos este artículo y, por lo tanto, no existe esta facultad, tendremos que comunicar a todos los dializados del país que se acabaron las diálisis y, a los pacientes en espera de un trasplante hepático, que éstos no se podrán realizar. En fin, entraremos en una suerte de grandes dificultades para otorgar una mejor atención de salud.

Decía que este artículo del proyecto era importante porque otorga la posibilidad de contratar esos servicios. Pero, como lo señalé al comienzo de mi intervención, se trata de una aproximación tibia, porque, como en tantas cosas que hace el Gobierno, no fue derechamente a la raíz del problema como lo proponía su muy buen anteproyecto, que fue torpedeado de tal manera por las bancadas del sector socialista y PPD, que echaron abajo el andamiaje de un programa y una iniciativa sobre Fonasa, que establecía un listado de prestaciones de salud muy claras. La gente sabía a qué podía acceder, había una canasta de servicios y de productos, existía un amplio abanico de prestaciones que se podían contratar en beneficio de la salud de las personas y el derecho a reclamar.

Los "exocets" que se dispararon directamente a dicho programa significaron la renuncia de don Cristián Baeza, director de Fonasa, y, al poco tiempo, la salida del Subsecretario de Salud, socialista que defendía el anteproyecto, con lo cual hemos llegado a un proyecto arreglado entre el Colegio Médico, algunas instituciones gremiales y la presión política ejercida sobre la Secretaría General de la Presidencia. Por lo demás, esta situación fue publicada en distintos medios de comunicación y ha pasado a ser parte de la realidad histórica de cómo, una vez más, se busca privilegiar determinados intereses en vez de la salud de la población.

Uno de los torpedos ha sido dirigido, justamente, a este artículo, pues han sostenido: "Muy bien, vamos a autorizar la contratación de servicios en el sector público y en el privado, pero con algunas condiciones". La primera de todas -más burocracia- que la contratación debe ser a solicitud expresa del Subsecretario de Salud, previa dictación de un decreto del Ministerio, en circunstancias de que habría bastado la determinación del director del hospital o del servicio de salud.

¿Cómo resuelve el director de un servicio de salud regional o de un hospital cuando tiene cientos de personas en lista de espera para una intervención quirúrgica? Tiene que pedir la autorización el Subsecretario de Salud, previa dictación de un decreto, con lo cual se incorporaron elementos que echaron a perder una buena iniciativa.

Pero no les bastó con eso, sino que, además, establecieron un tope financiero: no podrá exceder el equivalente al 10 por ciento. Ésos son 50 mil millones de pesos. Es mucha plata, que espero que alcance.

La solución de fondo consiste en consagrar y establecer un sistema mixto de salud, donde haya un sector público fuerte, organizado, que comprenda una acción subsidiaria respecto de quienes no pueden incorporarse al sistema privado, y un sistema privado preparado para atender a tres y medio millones de chilenos que están en condiciones de hacerlo. 

Cuando el sector público no puede atender bien a sus usuarios -todos vemos las dificultades que tienen hoy muchos chilenos para acceder a un examen de cualquiera naturaleza, a una radiografía, obtener cama para operarse de hernia o de apendicitis o conseguir hora para un oftalmólogo o para otro especialista-, el director de un centro hospitalario debería tener facultades para contratar esos servicios en la Clínica Alemana de Temuco, en la Clínica Santa María de Santiago, o en cualquier organismo público o privado en otra región del país. 

¡Pero vamos poniendo cortapisas!

Éste es el artículo más rescatable del proyecto. Sin embargo, le anexaron determinadas trabas que lo harán poco eficiente en el resultado final que se pretende lograr.

Además, ¿por qué, en virtud de esta ley, se fija un tope de 10 por ciento como máximo para gastar? ¿No deberíamos ser los parlamentarios los que anualmente establezcamos en la ley de Presupuestos si es el 10, el 12 o el 8 por ciento, de acuerdo con las necesidades de salud del país? 

Una vez más, frente a un Ejecutivo omnipotente en materia presupuestaria, nos restamos facultades, para resolver esto año tras año. 

No queremos echar abajo el objetivo del artículo, que consideramos positivo, sino eliminar las trabas financieras y burocráticas que harán que su operación sea muy difícil, además que menoscaban la función parlamentaria al impedirnos resolver cuánto se entrega año tras año.

Se deja en la ley un guarismo, un porcentaje arbitrario, que no tiene respaldo alguno y que debilita especialmente a las regiones, porque no cabe duda que una vez más el centralismo actuará en contra de las más pequeñas.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Guido Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, sigo pensando que esta discusión -que no se lleva a cabo entre el Centro, la Izquierda o la Derecha- es muy importante para el país. De hecho, el propio Diputado señor Melero señaló que, incluso, al interior de la Concertación había autoridades políticas partidarias de un proyecto como el que a él le parecía óptimo, y entre quienes rechazamos esa visión también hay parlamentarios de Oposición.

Si no es ésta una discusión entre Centro, Izquierda y Derecha, entonces se trata de un debate entre quienes desean seguir defendiendo los intereses de las instituciones privadas de forma ideologizada y quienes nos interesamos por defender el bien público.

Con mucha facilidad, el Diputado señor Melero formula un conjunto de consideraciones, pero todo este debate tiene una historia fidedigna. Me gustaría relatar cuáles fueron los temas que cuestionamos en el proyecto.

Por ejemplo, cuestionamos que en Chile se quisiera suplantar el rol de la autoridad sanitaria, establecida por ley en el Ministerio de Salud, en el Ministro y en el Subsecretario, por el Fonasa. 

El anteproyecto que mencionó el Diputado señor Melero establecía que el Fonasa suplantaba a la autoridad sanitaria y podía decidir, motu proprio, no sólo como institución financiera, sino asumiendo el rol que le corresponde a las autoridades de salud, qué prestaciones se podían comprar, dónde y a quiénes satisfacían. 

Y ello ocurría porque había una réplica de lo que ocurre en las isapres. Si nos fijamos en la composición de los directorios de estas instituciones, podemos comprobar que en ellas no hay un solo médico, ni personas que entiendan de salud; sólo economistas.

¿Cuál es el sesgo necesario que ponen los economistas? El manejo racional de los recursos, pero también de las utilidades.

Se quería traspasar al sistema público el mismo sesgo y me parece absolutamente anómalo y perverso que los economistas manejen los procesos de salud.

Daré un ejemplo. Hace un tiempo en el Hospital Exequiel González Cortés no se quería comprar inhaladores, porque inicialmente eran más caros que un conjunto de jarabes que no servían para nada. Pero cuando se compraron los inhaladores se dieron cuenta de que lo que se ahorraba en el curso del año era muy importante. Se evitaba un 60 por ciento de las hospitalizaciones, ya que los niños que poseían inhaladores no las requerían. Pero un economista no puede ver eso.

Ésa es la perversión que existe en la actualidad y que querían llevar al sistema público de salud.

En segundo lugar, se eliminó del sistema público un plan de salud, una canasta básica, como dice el Diputado señor Melero.

¿Cuál es el problema actual de las isapres? Sus afiliados tienen un plan básico, pero estas instituciones sólo cubren o bonifican las prestaciones más baratas, las que en realidad no necesitan financiamiento. No cubre las prestaciones en que las personas necesitan de apoyo; cubre las consultas y algunos exámenes muy baratos. Ése es el plan básico. Por lo tanto, cuando el Diputado señor Melero señala, con mucho orgullo, que en las isapres hay un número importante de personas que ganan menos de 200 mil pesos, debería decirlo con mucha preocupación y pena, porque están corriendo un grave riesgo de su vida, pues cuando necesiten una prestación para una cirugía, una UTI o cualquier enfermedad cara, quedarán indefensas y sufrirán el drama de pedir cheques en garantía o, lisa y llanamente, morirán, porque no consiguieron el cheque. ¿Por qué existe el cheque en garantía? Porque las isapres financian estas canastas básicas y no las prestaciones más caras. ¿Y qué querían hacer? Llevar la canasta básica al sistema público. 

Es cierto que en el sistema público hay muchas dificultades para atender, pero cuando la persona logra entrar, tiene derecho universal a hacerse gratis un tratamiento de cáncer o a estar gratis en la UTI. Si se llevara la canasta básica al sistema público, los usuarios ya no tendrían más derechos universales, sino sólo a las prestaciones más baratas, igual que en las isapres.

Entonces, es aberrante llevar al sistema público un problema que queremos resolver en las isapres.

En el anteproyecto también existía la idea de que el sistema público le pudiera comprar a cualquier arancel al sistema privado. Nosotros dijimos que no, que le debe comprar de acuerdo con el arancel público, porque si el sistema privado quiere competir con el público debe ser más eficiente. Por ejemplo, un trasplante renal en el hospital Barros Luco cuesta 3 millones de pesos, mientras que en una clínica privada, 25 millones de pesos. Entonces, de acuerdo con lo que dijo el Diputado señor Melero, terminaríamos comprando un trasplante renal en 25 millones de pesos, en lugar de 3 millones. Por eso, el sistema público es más eficiente.

Entonces, ¿para quién es el exocet? Para las tremendas utilidades que se quiere que siga obteniendo el sistema privado.

Queremos efectuar una reforma que incluya al sistema público, y esta indicación de la Concertación pretende modernizarlo, pero, al mismo tiempo, regular el sistema privado y entregar más recursos para la salud en Chile.

He dicho.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Ha terminado el tiempo destinado a la discusión de este proyecto, la que continuará en la sesión de mañana miércoles.

A continuación, en cumplimiento del acuerdo de los Comités, corresponde votar los proyectos signados con los números 3, 4 y 5 del Orden del Día.

MODIFICACIÓN DEL FONDO DE CONTINGENCIA DE LAS MUTUALIDADES DE EMPLEADORES. Primer trámite constitucional. (Votación).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En votación general el proyecto que modifica aspectos relativos al fondo de contingencia de las mutualidades de empleadores.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 89 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobado en general.

Por no haber sido objeto de indicaciones, queda también aprobado en particular, dejándose constancia de que se reunió el quórum calificado exigido.

Despachado el proyecto.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Aguiló, Alessandri, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Arratia, Ascencio, Ávila, Bartolucci, Bertolino, Bustos (don Manuel), Bustos (don Juan), Caminondo, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Dittborn, Elgueta, Encina, Galilea (donPablo), García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, Girardi,González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hernández, Huenchumilla,Jaramillo, Jeame Barrueto, Jiménez,Jocelyn-Holt, Leal, Letelier (don JuanPablo), Longton, Martínez (don Rosauro), Martínez (don Gutenberg), Masferrer,Melero, Mesías, Molina, Monge, Mora, Muñoz (don Pedro), Naranjo, Navarro,Núñez, Ojeda, Olivares, Orpis, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (donOsvaldo), Palma (don Andrés), Pareto,Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Pollarolo (doña Fanny),Prochelle (doña Marina), Prokurica, Reyes, Rincón, Riveros, Rocha, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sciaraffia (doñaAntonella), Seguel, Silva, Soto (doñaLaura), Tuma, Ulloa, Urrutia, Velasco,Venegas, Vilches, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

PERFECCIONAMIENTO DE LA LEGISLACIÓN SOBRE SOCIEDADES SECURITIZADORAS Y DE DEPÓSITO Y CUSTODIA DE VALORES. Primer trámite constitucional. (Votación).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- En votación en general el proyecto sobre securitización y depósito de valores.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 88 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobado en general.

Por no haber sido objeto de indicaciones, queda también aprobado en particular, dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido.

Despachado el proyecto.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Aguiló, Alessandri, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Arratia, Ascencio, Ávila, Bartolucci, Bertolino, Bustos (don Juan), Caminondo, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Cristi (doña MaríaAngélica), Delmastro, Dittborn, Elgueta, Encina, Fossa, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía),Hernández, Huenchumilla, Jaramillo, Jeame Barrueto, Jiménez, Jocelyn-Holt, Leal, Longton, Martínez (don Rosauro), Martínez (don Gutenberg), Masferrer, Melero,Mesías, Molina, Monge, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Naranjo, Navarro,Núñez, Ojeda, Olivares, Orpis, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (donOsvaldo), Palma (don Andrés), Pareto,Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily),Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Reyes, Rincón, Riveros, Rocha, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Urrutia, Velasco, Venegas, Vilches, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

PLAZO A CORTE SUPREMA PARA INFORMAR. Veto. (Votación).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Corresponde votar las observaciones del Presidente de la República al proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 74 de la Carta Fundamental, en lo relativo a la oportunidad para solicitar la opinión de la Corte Suprema.

Solicito el acuerdo de la Sala para practicar una sola votación.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- Aprobadas.

Se deja constancia de que se reunió el quórum requerido.

Despachado el proyecto.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Acuña, Aguiló, Alessandri, Álvarez, Allende (doña Isabel), Arratia, Ascencio, Ávila, Bartolucci,Bertolino, Bustos (don Manuel), Bustos (don Juan), Caminondo, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Coloma, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Dittborn, Elgueta, Encina, Fossa, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Gutiérrez, Guzmán (doña Pía), Hernández, Huenchumilla, Jaramillo, Jiménez, Jocelyn-Holt, Leal, Leay, Letelier (don Felipe), Longton, Martínez (don Rosauro), Martínez (don Gutenberg),Masferrer, Melero, Mesías, Molina, Monge, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro),Naranjo, Navarro, Núñez, Ojeda, Olivares, Orpis, Ortiz, Ovalle (doña María Victoria), Palma (don Osvaldo), Palma (don Andrés), Pareto, Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Reyes, Rincón, Riveros, Rocha, Rojas, Salas, Sciaraffia (doña Antonella), Seguel, Silva, Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Urrutia, Vargas,Velasco, Venegas, Vilches, Villouta, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

 

 

VII. HOMENAJE

HOMENAJE A LA FOLCLORISTA MARGOT LOYOLA PALACIOS, PREMIO NACIONAL DE ARTE.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- De conformidad con los acuerdos de los Comités, corresponde rendir homenaje a la destacada folclorista y Premio Nacional de Arte, Margot Loyola Palacios.

En nombre de toda la Corporación, el homenaje lo rendirá el Diputado señor Francisco Bartolucci.

Tiene la palabra su Señoría.

El señor BARTOLUCCI.- Señor Presidente, honorables señores Diputados:

Sean mis primeras palabras para saludar a la señora Margot Loyola Palacios, quien nos acompaña en las tribunas.

-Aplausos.

El señor BARTOLUCCI.- También, desde luego, nuestro saludo a su familia y a los profesores e investigadores de la Universidad Católica de Valparaíso, que forman parte de la delegación que la acompaña.

En nombre de esta Corporación, como diputado por el distrito de Valparaíso y Presidente de la Corporación de Arte, Cultura y Turismo de Valparaíso, me honro en rendir este homenaje a Margot Loyola Palacios, folclorista e investigadora, que forma parte de la mejor trayectoria artística de nuestro país.

Es ella, sin lugar a dudas, una persona que ha comprometido su quehacer con el folclor de nuestra tierra, con su conocimiento y con su difusión.

Hay en nuestro país personas cuyo nombre aparece siempre íntimamente ligado con especiales actividades de la vida nacional: con la literatura, el arte, la historia, la ciencia o la música.

Mencionar el nombre de Margot Loyola en Chile es pensar en lo nuestro. En nuestro folclor, en nuestras tradiciones. Es revivir los valores más auténticos de nuestra tierra. Su nombre está ligado a lo mejor de las tradiciones patrias, a lo mejor del folclor, a lo mejor de la chilenidad.

Cuando Margot niña inicia en su tierra natal de Linares los primeros contactos con los cantos y las danzas de esa región, por lo demás, tan rica en estos valores, seguramente nadie pensaba que esa pequeña, que cantaba a dúo con su hermana Estela, llegaría a ser la gran intérprete del folclor nacional y, tal vez, lo que es más importante, la gran investigadora y maestra del incomparable patrimonio de la tradición popular.

Como investigadora, Margot Loyola dedica largos años de su trayectoria a recorrer todas las regiones, provincias, comunas, poblados del país; desde el norte grande, donde visita los alejados poblados del altiplano, convive con sus habitantes y estudia sus tradiciones, hasta las distintas zonas australes, donde rescata otras facetas del quehacer, de la cultura, de la tradición, de la música nacional.

Visita la Isla de Pascua, allá hacia el Pacífico, donde también trabaja, investiga, proyecta la música de esa posesión pascuense. Llega desde allá nuevamente al continente para adentrarse en los más profundos valles cordilleranos y realizar trabajos de investigación y rescate, que día a día se revalorizan más, pues constituyen la preservación y la salvación de las raíces, de las bases del patrimonio artístico nacional; material que ella trabaja, investiga, selecciona y que es recogido, estudiado y expresado en más de cinco valiosas publicaciones que están al alcance de chilenos y extranjeros para que todos podamos conocer nuestras raíces, nuestra cultura, nuestra tradición.

Valparaíso es una ciudad siempre afortunada. En 1978 llega Margot a la Escuela de Música de la Universidad Católica de Valparaíso, donde hay una universidad y una escuela que la acogen. Llega como académica y maestra y, desde allí, hace 20 años que proyecta su labor, su trabajo, su experiencia como investigadora, como docente, como folclorista. A partir de este trabajo en nuestra Universidad Católica de Valparaíso es desde donde Margot ha podido entregar -permítanme decirlo así- lo mejor de su producción, lo mejor de su ya ganada experiencia, y sigue trabajando en la investigación, en la docencia, en rescatar las raíces de nuestro quehacer cultural de nuestra época, de nuestros tiempos y de los tiempos pasados de Chile.

Es así como expresiones características de algunas zonas o de algunas épocas pasadas, propias del folclor nuestro que eran casi desconocidas, que débilmente se mantenían en el recuerdo, con su trabajo, con su investigación, con su perseverancia, aquellos aspectos culturales nuestros, de Chile, que tenían claro riesgo de perderse, son revitalizados, reincorporados en los programas de nuestro folclor, y vamos conociendo entonces las ricas expresiones del folclor nacional:

"Dicen que está encinta la mujer de Cerezo, pero eso no puede ser, porque no puede ser eso". "La naranja es colorada, el limón es amarillo, como querís que te quiera si no me hacís ni un cariño". Expresiones del folclor nacional que se encuentran dentro de los libros y de las investigaciones de Margot.

Pero su trabajo no sólo es en Chile. También los más importantes países del mundo conocen el trabajo de Margot Loyola, y así conocen a Chile, su tradición, su gente, su tierra. 

En todas las oportunidades en que Margot viaja al extranjero, a los más importantes países del mundo, la crítica la destaca como una de las más serias cultoras de esta expresión en Hispanoamérica. 

En pocas ocasiones -desde otra perspectiva, digo-, una artista en Chile ha logrado un reconocimiento tan amplio como el que merecidamente ha recibido Margot Loyola. 

Desde el premio Caupolicán, otorgado en l950 por la Asociación de Cronistas de Cine, Radio y Teatro, hasta el premio Gabriela Mistral, del Ministerio de Educación, en 1998, son más de 15 los galardones que reconocen su labor y sus méritos. Algunos de ellos, sin lugar a dudas, de gran significación para la artista, como el decreto de 1975, de la Ilustre Municipalidad de Linares, que la declara hija ilustre de esa ciudad. Desde luego, tiene que haber sido para ella un especial honor el haber obtenido en 1995 el Premio Nacional de Arte, distinción que para muchos suele ser la culminación de una carrera, de una trayectoria, pero que para Margot fue un incentivo más para seguir trabajando.

Nuestra ciudad, Valparaíso, que la acogió hace veinte años y que ha recibido su trabajo durante todo este tiempo, tiene el deber de agradecer a Margot Loyola lo que ha significado su presencia en este puerto. Su ejemplo y sus enseñanzas han motivado a generaciones de jóvenes porteños a comprender y a valorizar nuestra riqueza folclórica, y desde Valparaíso hacia Chile y hacia el extranjero. Con ello, chilenos y foráneos han conocido lo mejor de nuestros verdaderos valores patrios.

Por eso, digo desde este puerto, Valparaíso agradece a usted, Margot, lo que ha hecho en nuestra ciudad, lo que ha hecho por nuestra Patria y por su gente.

Por ello, en mi condición de parlamentario y según lo ha determinado la Corporación, he rendido este sincero y sentido homenaje a esta mujer que, en sí, en ella misma, representa un emblema patrio, que es un ideal de patriota; en suma, una fiel representante de la mujer chilena.

¡Viva Margot Loyola! 

¡Viva Chile!

-Aplausos.

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- La Mesa deja constancia de que no se ha podido acceder a la petición del Diputado señor Osvaldo Palma para intervenir en este homenaje, debido a los acuerdos adoptados por los Comités para estos efectos.

Por lo tanto, con las palabras del Diputado señor Bartolucci y los aplausos de la Sala y de las tribunas, de lo cual hemos dejado constancia, nuestra Corporación ha rendido un merecido homenaje a Margot Loyola.

 

 

VIII. PROYECTOS DE ACUERDO

FINANCIAMIENTO ESTATAL PARA EL NUEVO PROGRAMA DE CONTROL DE BRUCELOSIS. (Continuación).

El señor MARTÍNEZ, don Gutenberg (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura al primer proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 165, de los Diputados señores Palma, don Osvaldo, yÁlvarez-Salamanca.

"Considerando que:

1º La Brucelosis es una enfermedad que afecta la producción bovina nacional provocando graves trastornos en el proceso reproductivo de estas especies.

2º El Servicio Agrícola y Ganadero, en cumplimiento de las funciones que le competen, desde hace varios años, lleva adelante programas de control de la Brucelosis mediante la vacunación de las hembras a los seis meses de edad.

3º Desde hace algunas semanas se ha implementado un nuevo control de la Brucelosis en las ferias ganaderas mediante la selección aleatoria de hembras a las que se les practica un examen de sangre.

4º Este examen se realiza con cargo a los propietarios de los animales con un costo aproximado de $ 1.500 pesos por cabeza.

5º El pago de este examen, por su carácter obligatorio resulta ser una verdadera carga tributaria exigida por la autoridad como requisito para el desarrollo de una actividad económica.

6º Lo anterior, sumado a la retención del IVA ya establecida para las transacciones de ganado y los efectos del Mercosur configuran una situación insostenible para los productores.

7º Es función y responsabilidad del Estado con los fondos de que abundantemente dispone, el combatir las plagas y enfermedades que afectan las actividades agrícolas que se desarrollan.

La honorable Cámara acuerda:

Solicitar a su Excelencia el Presidente de la República que instruya para que este nuevo programa de control de Brucelosis efectuado por el Estado, a través del Servicio Agrícola y Ganadero, sea financiado con recursos públicos".

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto, tiene la palabra el Diputado señor Osvaldo Palma.

El señor PALMA (don Osvaldo).- Señor Presidente, ya habíamos hecho uso de la palabra para apoyar este muy buen proyecto que beneficia a tantos agricultores de las zonas agrícolas. Por lo tanto, sólo pido que, ojalá, se apruebe por unanimidad, porque, como dije, beneficia a mucha gente.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto, tiene la palabra el Diputado señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, respaldaremos entusiastamente el proyecto de los Diputados señores Osvaldo Palma y Pedro Álvarez-Salamanca, porque nos parece que responde a una necesidad creciente de los sectores rurales.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Diputada señora Marina Prochelle para plantear una cuestión reglamentaria.

La señora PROCHELLE (doña Marina).- Señor Presidente, en la última sesión celebrada por esta Corporación, se habló a favor y en contra de este proyecto de acuerdo, por lo que sólo quedó pendiente su votación. En consecuencia, me extraña que usted haya otorgado nuevamente la palabra.

Agradeceré que revise la situación que he planteado, dado que podría estar equivocada.

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Señora diputada, aquí consta que quedó pendiente el hablar en contra de este proyecto.

Por lo tanto, ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto.

Ofrezco la palabra.

Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.

Varios señores DIPUTADOS.- ¡No!

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 38 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Por no haberse reunido el quórum, se repetirá la votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Aguiló, Alessandri, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Bertolino, Bustos (don Juan), Caraball (doña Eliana), Ceroni,Correa, Cristi (doña María Angélica),Delmastro, Fossa, Galilea (don Pablo),Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García (don José), Guzmán (doña Pía), Ibáñez, Kuschel, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Luksic, Masferrer, Melero, Molina, Monge, Muñoz (don Pedro), Naranjo, Núñez, Ojeda, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Pareto, Pérez (don José), Pérez (doña Lily), Pollarolo (doña Fanny), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Reyes, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Sciaraffia (doña Antonella), Tuma, Ulloa, Urrutia, Vega, Venegas,Vilches, Villouta y Walker (don Patricio).

-Votó por la negativa el Diputado señor Sánchez.

DESIGNACIÓN DE PRIMERA GENERALA EN CARABINEROS DE CHILE.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 166, de las Diputadas señoras Soto, doña Laura; Pollarolo, doña Fanny; Muñoz, doña Adriana; de los Diputados señores Naranjo y Ceroni, de las Diputadas señoras Saa, doña María Antonieta; Allende, doña Isabel; Caraball, doña Eliana, y de la señorita Sciaraffia, doña Antonella.

"Considerando:

1. Que, desde 1949, en que el movimiento de mujeres logró obtener el reconocimiento de la plena ciudadanía para la mujer en nuestro país, son muchos los avances que se han logrado en materia de igualdad de géneros.

2. Que las mujeres de nuestra década ya comparten, cada vez con mayor frecuencia, el cuidado del hogar y de los hijos con sus parejas, viven más años, sus niveles de educación se igualan con los de los hombres y constituyen 1/3 de la fuerza de trabajo activa. Conforman además el 52% del electorado chileno, la mitad de la militancia de los partidos políticos y la mayoría de los integrantes de organizaciones sociales.

3. Que, no obstante los avances, aún las mujeres siguen contribuyendo con el trabajo doméstico al desarrollo del país y sus remuneraciones son menores que las de los hombres en iguales puestos de trabajo. A su vez, la representación parlamentaria de las mujeres es hoy inferior a la que existía en 1973, los partidos políticos presentan sólo un pequeño porcentaje de candidatas a las elecciones parlamentarias, los cargos ministeriales desempeñados por mujeres son notoriamente inferiores a los desempeñados por hombres y aún en nuestra Corte Suprema no es posible ver a una mujer como magistrado.

4. Que, por lo anterior resulta satisfactorio comprobar que en instituciones tradicionales de la República, como son las fuerzas de orden y seguridad, se está avanzando al igual que en otros ámbitos del quehacer público hacia la construcción de una nueva ciudadanía de las mujeres, colocándolas en un pie de igualdad de oportunidades para desarrollar plenamente sus capacidades y aportes productivos. Tal es el caso de Carabineros de Chile, institución que acaba de nombrar General a la Coronel Mireya Pérez Videla, la cual será la primera mujer general en nuestra institución policial y la primera en una institución de su tipo en Sudamérica, cargo que asumirá a partir del 17 de noviembre próximo.

Por lo tanto, los (as) diputados (as) abajo firmantes venimos en proponer el siguiente proyecto de acuerdo:

"La Cámara de Diputados acuerda felicitar a Carabineros de Chile por el nombramiento de su primera mujer general y reconocer el trabajo que ha desarrollado en pos de la integración de la mujer en todas las funciones de la institución. Acuerda, además, felicitar a la general Mireya Pérez Videla por su reciente nombramiento y por ser la primera mujer que ostentará tal calidad en Chile y en Sudamérica".

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra la Diputada señora Laura Soto.

La señora SOTO (doña Laura).- Señor Presidente, este momento es muy importante para la mujer chilena y reviste un sentido de unidad para todos nosotros, ya que el hecho de que Carabineros haya nombrado generala a una mujer por su propio valer es un reconocimiento a que ésta puede aspirar a los cargos más altos del país.

Esperamos que la iniciativa sea aprobada por unanimidad, porque en la sociedad hay valores muy profundos que requieren de la actividad de la mujer.

Recuerdo que cuando fuimos a saludarla y felicitarla, algunos le preguntaron que cómo ejercería su mando. Ella contestó tranquilamente que lo haría del mismo modo como lo había hecho hasta ese momento. A mi juicio, eso es muy importante, ya que la mujer, para ejercer su cargo, no necesita imitar a los hombres para hacerse valer.

Por otra parte, al enviar esta felicitación a ella y a Carabineros, ojalá se entienda que debería humanizarse más dicho organismo.

Por ello, pido que el proyecto de acuerdo sea aprobado por unanimidad.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra la Diputada señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, en nombre de las bancadas de Renovación Nacional y de la Unión Demócrata Independiente e independientes que trabajan con estas bancadas, quiero manifestar nuestro apoyo a este proyecto de acuerdo, presentado sólo por diputados de la Concertación. Nos hubiese gustado mucho haberlo firmado también, pero no se dieron las condiciones. En todo caso, queremos apoyarlo de todas maneras, por tres razones fundamentales.

Primera, para decir que marca un hito histórico en el país el que una mujer pueda ascender por primera vez a un cargo tan importante, como el de generala de Carabineros.

Segunda, para decir, en nombre de nuestra bancada, que ojalá otras instituciones de las Fuerzas Armadas tomen como modelo esta promoción de la generala señora Mireya Pérez, con el objeto de que otras mujeres también puedan ascender a este cargo máximo.

Por último, para decir que sentimos una tremenda satisfacción, porque no se le ha dado el cargo a la generala Pérez por ser mujer, sino como un reconocimiento a una persona que, más allá de su sexo, ha tenido los méritos suficientes para ascender.

Quienes no somos partidarios de la discriminación positiva, pensamos que las personas deben llegar a estos cargos por sus méritos y no sólo por su sexo o género.

Por lo tanto, nos sumamos a la aprobación del proyecto de acuerdo y hacemos extensivo este reconocimiento a la generala Pérez. Ojalá que ello sirva de estímulo para que otras ramas de las Fuerzas Armadas sigan este ejemplo y muchas otras mujeres puedan ascender por sus méritos a cargos de gran importancia. Sin duda, mientras más mujeres existan en tales cargos, más humanas se hacen nuestras instituciones armadas.

He dicho. 

El señor RIVEROS.- Señor Presidente, pido que recabe la unanimidad de la Sala para su aprobación.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- No hay acuerdo.

Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Sánchez.

El señor SÁNCHEZ.- Señor Presidente, tal vez a más de alguien sorprenderá el hecho de que haya solicitado la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo, pero cuando escuchen mis razones entenderán por qué lo hago.

Desde hace un tiempo a esta parte, es común que en nuestro país se pase de la depresión severa a la euforia desbocada. La templanza de sentimientos parece ya cosa del pasado. 

En efecto, este proyecto de acuerdo es fruto de una sobrerreacción, pues incluso se olvidan graves hechos de reciente ocurrencia. En concreto, ¿cómo puedo felicitar a una institución por el logro de una funcionaria, en circunstancias de que las felicitaciones deben ser para ella por su trayectoria profesional, pues con su ascenso sólo se cumple con la ley, dado que éste no es fruto de una concesión graciosa del alto mando fundado en el hecho de que ella es mujer?

A mi juicio, es exagerado decir que Carabineros de Chile es una institución progresista y respetuosa de la dignidad de la mujer, pues su propio Director General, a propósito del conflicto que se produjo por la protesta de las mujeres de los carabineros de tropa, ha hecho aseveraciones extremadamente machistas en una Comisión de la Cámara, al decir que las esposas de los carabineros no tenían individualidad propia, sino que eran un solo todo con la institución.

Más aún, se procedió a exonerar arbitrariamente a varias decenas de funcionarios por los actos llevados a cabo por sus mujeres, a quienes no se les reconoció el legítimo derecho a disentir de la opinión de la institución de la cual no son parte.

Es más, el actual Director General de Carabineros dijo, cuando fue citado por la Comisión de Derechos Humanos: "Cuando una mujer se casa con un carabinero, se casa con la institución".

Me voy a permitir leer uno de los considerandos de la resolución de calificación de uno de los tantos carabineros exonerados, a mi juicio arbitrariamente, debido a las protestas de sus mujeres. Dice textualmente: "c) Haberse comprobado fehacientemente que su cónyuge participó activamente en reuniones de protesta en contra de la aplicación de las modificaciones en el D.F.L. Nº 2, en circunstancias de que el Mando de su Unidad lo había notificado debidamente en el sentido que era responsable de cualquier inconducta que pudiere ocurrir dentro de su núcleo familiar en este aspecto".

En fin, ¿cómo puedo considerar digno de felicitación a Carabineros, institución que respeto mucho, en circunstancias de que -con lo que discrepo profundamente-, cuando una mujer desea contraer matrimonio con un funcionario de este organismo es sometida a una verdadera investigación en su vida personal, acto de insoportable intrusión en la vida privada de las personas?

Al respecto, pienso que es menester estudiar a fondo esta situación y revisarla en la Cámara.

Debo ser honesto, a riesgo de ser impopular. Pongamos las cosas en su lugar: la felicitación para la actual Generala Mireya Pérez y el rechazo al machismo del alto mando de Carabineros de Chile que, aun a riesgo de cometer un gratuito perjuicio a nuestra lengua, no ha autorizado que esta mujer sea nombrada Generala, sino General de Carabineros.

Con el mayor respeto y comprensión a quienes han presentado este proyecto, a la presidenta de mi bancada y, además, compañera de banca, Laurita Soto, voy a votar en contra de él por las razones que he expuesto, no obstante felicitar muy sinceramente a la Generala Mireya Pérez, quien, con su esfuerzo personal, luchando en contra de todas las actuaciones machistas -de las cuales solamente he mostrado un botón-, ha logrado acceder al grado de general.

He dicho. 

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto.

Ofrezco la palabra. 

Cerrado el debate.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 36 votos; por la negativa, 3 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Aprobado el proyecto de acuerdo.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:

Alessandri, Allende (doña Isabel),Bertolino, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Correa, Errázuriz, Fossa, Galilea (donPablo), García (don René Manuel), Guzmán (doña Pía), Ibáñez, Luksic, Masferrer,Monge, Montes, Naranjo, Núñez, Ojeda, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Palma (don Joaquín), Pareto, Pérez (doña Lily), Riveros, Rojas, Salas, Sciaraffia (doña Antonella), Soto (doña Laura), Tuma, Ulloa, Urrutia, Villouta y Walker (don Patricio).

-Votaron por la negativa los siguientes señores Diputados:

Delmastro, Pollarolo (doña Fanny) y Sánchez.

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Ávila, Bustos (don Juan) y Letelier (don Juan Pablo).

MEDIDAS EN FAVOR DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 167, de los Diputados señores Fossa, Longton, Álvarez-Salamanca, Delmastro, Galilea, don José Antonio; Alessandri, Martínez, don Rosauro; Galilea, don Pablo, y señora Prochelle, doña Marina.

"Fundamentos:

1) Chile sufre hoy los efectos de una crisis económica internacional, cuya magnitud a la fecha es calificada como una de las dos más graves del siglo. Esta crisis se encuentra en pleno desarrollo y los expertos indican que debiera continuar agravándose en los próximos meses.

2) La referida crisis ha obligado a las autoridades económicas internacionales a adoptar medidas y prevenciones con el fin de salvaguardar las economías de los países más afectados y evitar la caída de otras economías nacionales.

3) La crisis, asimismo, ha obligado a las autoridades económicas de nuestro país a adoptar medidas para atenuar el impacto y evitar el desequilibrio de las cuentas económicas nacionales.

4) A los efectos de la crisis misma, se debe agregar el impacto que produce la comunicación global hoy existente en el mundo y de la que forma parte el país que hace que los agentes económicos, productivos y consumidores en forma instantánea se informen y reaccionen. Ayuda a lo anterior las continuas advertencias que las autoridades, economistas y medios de comunicación formulan para que se actúe con prudencia y se reduzcan los consumos e inversiones ante los tiempos turbulentos.

5) Hasta la fecha han transcurrido 10 meses de este año y diversos indicadores económicos han evolucionado negativamente. Las tasas de interés nacionales han aumentado de un 5,82 por ciento mensual de enero a un 8,41 por ciento en septiembre pasado. Los indicadores de ventas han caído, inclusive las ventas de supermercados han caído un 20 por ciento. La quiebra de empresas familiares aumentó en un 44 por ciento. Diversas empresas han paralizado proyectos de inversión, como el propio Gobierno, que debió reducir su gasto, por citar algunos más relevantes.

6) Por otra parte, la cesantía aumenta sostenidamente, como lo señalan los propios indicadores gubernamentales alcanzando los dos dígitos; el crecimiento nacional del presente año será menor y la tasa de crecimiento para los próximos meses no será superior al 2 por ciento. Es entonces indesmentible que la crisis ya está presente y sus efectos están causando impactos.

7) Gran parte de la crisis la está soportando el sector privado de las pequeñas y medianas empresas, a quienes los encontró con altos niveles de endeudamiento, con escasos márgenes de rentabilidad y un mínimo de capital de trabajo. En esas empresas trabaja la gran masa de trabajadores nacionales; en ellos está gran parte del crecimiento nacional y como señala el informe "Proyectos 1998" de Sercotec: "Son una poderosa realidad, en la que 8 de cada 10 trabajadores chilenos laboran".

8) Hoy estos pequeños y medianos empresarios están enfrentando desnudos la crisis económica, ya no les alcanzan sus ingresos y menudos márgenes para pagar sus deudas crediticias, adquirir nuevos productos y materias primas; se están consumiendo sus negocios, industrias y talleres; y lamentablemente están siendo forzados a despedir a sus trabajadores. Hoy estamos corriendo el riesgo de despoblar el país de la pequeña y mediana industria, si nos limitamos a no reaccionar frente a la crisis existente; hay que tomar medidas eficaces para salvar estas fuentes de trabajo y crecimiento, anticipándose a los hechos.

Proyecto de acuerdo:

Oficiar a su Excelencia el Presidente de la República, para que tenga a bien disponer las medidas indispensables para que la pequeña y mediana empresa pueda afrontar la crisis, entre otras, las siguientes acciones:

Flexibilizar líneas de crédito externas, canalizando a través de la banca privada, para que mediante análisis caso a caso solucione el nivel de endeudamiento y compromisos de pago, como asimismo las necesidades de capital de trabajo.

Disponer flexibilizar las deudas en impuestos y previsionales.

Subsidiar la contratación de mano de obra adicional.

Proponer la contratación de gente joven a tiempo parcial, mediante contratos por horas, sujeto a las disposiciones laborales vigentes.

Incentivar la formación de nuevas actividades productivas o de servicios que generen contratación de mano de obra.

Estudiar la destinación de nuevos recursos para trabajos de emergencia (obras camineras, mejoramiento de barrios, etc.), que sirvan de enlace para trabajadores cesantes.

Contemplar nuevos recursos para capacitación de la mano de obra susceptibles de desempleo o se encuentren cesantes".

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto, tiene la palabra el Diputado señor Haroldo Fossa. 

El señor FOSSA.- Señor Presidente, para nadie es un misterio que estamos experimentando una crisis económica, quizás una de las peores después de 1982 y 1983, o de este siglo, luego de la crisis de 1931.

El sistema globalizado actual, particularmente en las áreas comercial y económica, ha permitido que casi ningún país escape de esta problemática. Es así como la crisis ha obligado a las autoridades económicas internacionales a adoptar medidas y prevenciones para salvaguardar las economías de los países más afectados e intentar que ésta no alcance a otras economías nacionales.

La crisis también ha obligado a nuestro país y a sus autoridades económicas a tomar medidas relativamente bien apuntadas hacia la macroeconomía, pero no así a casos particulares, como el que explicaré.

¿A quiénes afecta fundamentalmente esta crisis? A aquel comercio, a veces irregular, que vive la rutina diaria, periódica. Ahí encontramos inserta a la pequeña y mediana empresa, a las que se agrega hoy, en una nueva clasificación, la microempresa, que no necesariamente comprende aquella que echa humo, sino también al pequeño y mediano comercio, servicios y muchos particulares que poseen talleres en su casa.

Todas las estadísticas nos indican que ocho de cada diez trabajadores del país están empleados por la pequeña y mediana empresa. Sin embargo, cada vez que analizamos su situación económica, nos encontramos con una serie de indicadores que, más bien, los manejan las grandes compañías, grupo de empresarios y trabajadores que en este momento están absolutamente desprovistos de ayuda efectiva.

Por eso nos hemos permitido presentar este proyecto de acuerdo, basados, fundamentalmente, en que algunas empresas, las que van quedando, están soportando esta crisis económica en muy precarias condiciones. Han debido despedir a sus trabajadores, no cuentan con capital de trabajo y tienen un endeudamiento progresivo que las está asfixiando permanentemente. Hoy, a esos pequeños y medianos empresarios no les alcanzan sus ingresos para pagar deudas crediticias y adquirir nuevos productos y materias primas. Es decir, están consumiendo sus propios negocios, talleres e industrias, y, lamentablemente, están siendo forzados a despedir a sus trabajadores.

Pido a la honorable Cámara que nos apoye en este proyecto, con el objeto de que su Excelencia el Presidente de la República pueda tomar algunas medidas y soluciones para la pequeña y mediana empresa. No basta con que se diga que se están creando subsidios, que existe Sercotec o que hay créditos especiales. Eso no es efectivo, porque esos beneficios no representan la verdadera solución ni llegan en forma oportuna a la pequeña y mediana empresa. Debemos cambiar o modificar estas normativas y los modelos, a fin de que puedan subsistir y financiar el pago de sus trabajadores.

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Ha terminado el tiempo destinado a los proyectos de acuerdo.

 

 

IX. INCIDENTES

RECONVERSIÓN Y MODERNIZACIÓN DE LA AGRICULTURA, EN ESPECIAL EN LA VIII REGIÓN. Oficio.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité del Partido por la Democracia.

Tiene la palabra el Diputado señor Felipe Letelier.

El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente, el país, por lo menos en sus zonas rurales, en provincias, desea tranquilidad y paz.

Estamos profundamente preocupados por los problemas que afectan día a día al mundo rural, los cuales dicen relación con su quehacer y forma de vida.

Me referiré a varios aspectos relativos a la agricultura, especialmente de la zona central y, muy en particular, a lo que sucede en la provincia de Ñuble.

Todos sabíamos, en agosto y septiembre, que las posibilidades de lluvia al final del año eran cada vez más remotas, más escasas, y nos topamos, una vez más, con estas políticas cortoplacistas de empezar a echar mano a recursos de emergencia por la sequía, porque hay campesinos y pequeños agricultores que, simplemente, no podrán producir y a los cuales no les basta la ayuda de una canasta familiar para poder sobrevivir durante la eventualidad.

Quiero llamar la atención acerca de que llegó la hora de tener una política de largo aliento, de largo plazo, vinculada al tema agrícola. Para ello, las materias en que hemos concordado y aprobado con el señor Ministro de Hacienda en la reciente discusión sobre el presupuesto para 1999, son, a mi juicio, determinantes para dar el buen paso hacia la reconversión y modernización de la agricultura en la provincia de Ñuble y en la zona central, en general.

No es posible hacer frente al tema del riego mediante los Ministerios de Agricultura y de Obras Públicas, y por la leyNº 18.450, cuya vigencia nuevamente ha sido prorrogada por dos años más, que permite que los sectores del agro tengan acceso a un crédito subsidiado en un 75 por ciento. 

Debemos tomar en serio los desafíos que esperan por más de cincuenta años, esto es, la construcción de grandes obras de regadío. En la Cuarta Región se proyectan dos embalses. Ñuble, zona eminentemente agrícola, no cuenta con embalse ni con una represa para almacenar agua. Entonces, es urgente tomar la decisión de construir grandes obras, como el embalse La Punilla, en San Fabián de Alico, que sería el más grande de Chile y tendría múltiples propósitos, fundamentalmente entregar agua para beber a ciudades tan importantes como Chillán, Chillán Viejo, Coihueco y otras localidades, pero también, despejando los conflictos de intereses naturales en estos proyectos, existe la posibilidad de que el agua de esa obra pueda utilizarse para generar energía eléctrica.

Es un proyecto de desarrollo sustentable, que no crea conflictos -espero que así sea- desde el punto de vista medioambiental ecológico y que puede ser la solución del tema vox populi, en cuanto a que deberán destinarse muchos recursos para paliar la sequía.

Hoy, cuando estamos en el conflicto, en el momento más preciso -probablemente en enero o febrero la situación será más críti-ca-, pido al Gobierno, jefe del Estado chileno, para que estas decisiones no sigan esperando y a fin de que la construcción del embalse La Punilla sea realidad. Así, entonces, entraremos derecho en el tema del riego en la zona de Ñuble.

Por lo anterior, una vez más solicito que se oficie al señor Ministro de Obras Públicas, con el objeto de que se terminen las diligencias -entiendo que están muy encaminadas- para que esta decisión se adopte lo antes posible.

En esa zona central tenemos también el gran desafío de recuperar suelos por la vía de la forestación y la reforestación.

Debe aplicarse, en toda su dimensión, el decreto ley Nº 701, cuya vigencia se amplió para beneficiar a los pequeños y medianos agricultores.

Deben hacerse cambios de fondo y de forma en las empresas de transferencia tecnológica que atienden al campesino y a la agricultura, especialmente en nuestra zona, de modo que los recursos dispuestos para tal objeto en la ley de Presupuestos de la Nación lleguen a los pequeños agricultores y no queden enredados.

No tengo nada contra las empresas de transferencia tecnológica, pero las invito a que sean más consecuentes y a que procuren que los recursos lleguen a quienes hacen soberanía, patria y chilenidad entre los cerros, donde no cualquiera puede ir a vivir. Ahí es donde se necesita que esas empresas atiendan, orienten, preparen y ayuden a los campesinos y pequeños agricultores, a fin de que se modernicen y enfrenten los grandes desafíos que involucra la economía nacional.

He querido llamar la atención, especialmente al Gobierno, con el fin de que en el campo, en la agricultura, en la ruralidad se den pasos firmes y se eviten las políticas de parche o de paliativos. La emergencia derivada de la sequía requiere de recursos y de obras de fondo y de largo aliento para dar una respuesta acorde al devenir del país.

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión del Diputado señor Vega. 

El turno siguiente corresponde al Comité Socialista.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

SERVICIOS HIGIÉNICOS PARA EL PÚBLICO EN JUZGADOS DE LOS ÁNGELES. Oficio. 

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Mixto, tiene la palabra el Diputado señor José Pérez.

El señor PÉREZ (don José).- Señor Presidente, en Los Ángeles, provincia de Biobío, un edificio de tres pisos, que se construyó hace algunos años y está en perfectas condiciones, alberga a tres juzgados -primero, segundo y tercero- y a uno de menores.

Los tribunales citan a las personas a comparecer a las 9 de la mañana, aunque muchas veces se les atiende a las 11, 12 ó 13 horas. Por cierto, especialmente las que vienen del mundo campesino, llegan con el sistema nervioso un tanto alterado y sienten el deseo de ir al baño; pero, se da la casualidad de que ese edificio moderno no cuenta con baños públicos.

Por ello, en la honorable Cámara quiero denunciar que la famosa corporación administrativa del Poder Judicial, cuyo director nacional es don Luis Manríquez Reyes, no ha reparado en esta grave situación. Dejo constancia de que en 1997, en el rubro construcciones, hubo un excedente de cuatro mil millones de pesos. Esa cifra demuestra clara y categóricamente que esa corporación funciona demasiado mal.

Por consiguiente, solicito que por oficio a quien corresponda se transmita el malestar de este parlamentario, de los magistrados y personal de los tribunales de mi ciudad -Los Ángeles-, de los abogados y del público que concurre a ellos por diversas razones, por no contar con algo tan fundamental como son baños para el público, y pido su construcción a la brevedad posible.

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de la Diputada señora Eliana Caraball y de los Diputados señores Felipe Letelier, José Miguel Ortiz, René Manuel García, Osvaldo Vega, Edmundo Villouta, Patricio Cornejo, Jaime Mulet y Eugenio Tuma.

IMPLEMENTACIÓN DE OFICINAS DEL BANCO DEL ESTADO EN SAN PEDRO DE LA PAZ Y CHIGUAYANTE. Oficio.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el Diputado señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, el 11 de diciembre de 1996 asumieron oficialmente los respectivos alcaldes y concejales de las recién creadas comunas de San Pedro de la Paz y Chiguayante; vale decir, en 10 días más cumplirán dos años de funcionamiento.

Los hechos han demostrado que su creación fue una buena iniciativa parlamentaria, de lo cual me siento muy grato por el aporte que me correspondió.

En los habitantes de esas dos comunas se aprecia la felicidad de vivir en sus territorios, especialmente porque tienen los servicios necesarios.

En su momento, solicité notarías, a lo cual se accedió; después, conservadores de bienes raíces, los que luego funcionarán.

En lo que respecta al Banco del Estado, pedí oportunamente que se creara una caja auxiliar en Chiguayante y que se estableciera un punto de atención, durante algunos días de la semana, en San Pedro de la Paz.

En mis visitas semanales, porque habito en el distrito, he observado la gran atención que brindan los funcionarios del Banco del Estado en esas dos comunas. Se ha cumplido un anhelo largamente esperado por sus habitantes.

Sin embargo, según las evaluaciones del caso, ya no es suficiente la caja auxiliar que funciona todos los días hábiles en Chiguayante ni tampoco el punto de atención esporádica que se estableció en San Pedro de la Paz.

Ha habido reuniones de trabajo con las autoridades regionales de esa entidad bancaria y se han hecho proposiciones concretas a su directorio: se compraría un sitio y se construiría una sucursal en Chiguayante y se instalaría, en un buen local, una caja auxiliar en San Pedro de la Paz.

La semana distrital recién pasada, en Chiguayante, por primera vez se nombró a los ciudadanos que tuvieron el mérito de hacer posible la actual comuna. Me correspondió estar en la ceremonia, y pude observar que es de imperiosa necesidad ampliar la atención del Banco del Estado.

Por eso, solicito que se oficie al ministro de Hacienda, a fin de que el presidente o el gerente general de esa institución bancaria adopten las medidas del caso para la compra de un sitio y construcción, en pocos meses más, de una sucursal en Chiguayante y compra o arriendo de un terreno para instalar una caja auxiliar en San Pedro de la Paz.

Asimismo, aprovecho de felicitar, en el mismo oficio, a las autoridades del Banco del Estado, única institución financiera que accedió a mi petición. Lamentablemente, ningún banco privado demostró interés para abrir oficinas en esas comunas.

He dicho.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señora Caraball y señores René Manuel García, Patricio Cornejo, Joaquín Palma, Vega y Tuma.

PERJUICIOS AL TURISMO POR HECHOS OCURRIDOS CON MOTIVO DEL CASO PINOCHET.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Villouta.

El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, en relación con los últimos sucesos que han ocasionado desórdenes en Santiago, principalmente, y con algunas declaraciones de dirigentes políticos y personas que las han hecho como una forma de exteriorizar sus sentimientos por el fallo de Londres, no se ha considerado debidamente que en esa forma se está perjudicando al sector privado y a la capacidad turística del país.

Con sorpresa y preocupación, se ha visto que diversos planes de turismo han sido afectados por la inseguridad que el gobierno de Londres hizo presente a los ingleses, que podría existir en Chile.

Las personas que han provocado desórdenes, si bien es cierto no tan graves, deben tener cuidado, porque a los efectos que ya ha ocasionado la crisis asiática podría sumarse esta situación y afectar al turismo. 

Con preocupación, hemos sabido que han sido anuladas las reservas de diversos paquetes turísticos, con muchos turistas extranjeros, especialmente los que viajan en barcos, situación que, lógicamente, va a desmejorar los ingresos de garzones, restoranes, hoteles, etcétera, lo que es malo para nuestro país.

En los últimos ocho años se había logrado un indudable aumento de la afluencia turística hacia nuestra patria, por sus innegables condiciones de naturaleza muy llamativa e interesante para la gente que nos visita; pero los desmanes acaecidos y la quema de banderas de países que deben seguir siendo hermanos, nos va a provocar una situación económica que no es buena para nuestro país. 

Por lo tanto, pido tranquilidad y ponderación en la forma de expresar la conformidad o disconformidad respecto del fallo de los lores, dictado la semana pasada en Londres.

INCLUSIÓN, EN LA LEGISLATURA EXTRAORDINARIA, DE PROYECTO DE LEY SOBRE PREVENCIÓN DEL SIDA.

El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, hoy se celebra el Día Internacional del Sida. Precisamente, ayer, estaba preparando un proyecto de acuerdo -que lo voy a presentar mañana-, en el cual pido que la Conasida, organismo que ha trabajado efectivamente en favor de los enfermos del Sida, también conocido como la infección del VIH, mejore su posibilidad de atención a las personas infectadas. Si la Conasida se integra como un organismo del Servicio Nacional de Salud, con el mismo personal puede hacerlo.

Hoy se ha informado en esta Sala que el proyecto de ley -boletín Nº 2020-11, ingresado el 17 de abril de 1997-, sobre prevención de la infección causada por el virus de inmunodeficiencia humana, ha sido incluido en la legislatura extraordinaria. De manera que la preocupación que me habían expresado algunas personas y representantes de instituciones dedicadas a ayudar a las personas que padecen esta infección, se morigerará por el hecho de que la Comisión de Salud se abocará al estudio de este proyecto. 

Creemos conveniente continuar con esta campaña de resguardo para evitar esta infección que, normalmente, provoca una muerte que no sólo afecta a los enfermos en sus efectos sicológicos, sino muy es-pecialmente a los familiares de esas personas. 

En el proyecto de ley que señalo, se mencionan las tasas acumuladas a esta fecha. Por ejemplo, en la Región Metropolitana, 20 por cada 100 mil; en la Quinta Región, casi 16 por mil; en la Segunda Región, 7,4 por mil; pero el promedio nacional acumulado es de un 11,1 por ciento por cada 100 mil. Dado que la infección está presente en todas las regiones, es muy necesaria nuestra preocupación.

En consecuencia, espero que la Comisión de Salud dé a esta iniciativa la debida rapidez que su contenido amerita, a fin de salvar a mucha gente de esta grave enfermedad, sin que necesariamente se deban tratar los aspectos morales implícitos en esta enfermedad e infección, que, indudablemente, podríamos comentar.

He dicho.

DÍA INTERNACIONAL DEL SIDA. Oficios.

El señor MESÍAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Patricio Cornejo.

El señor CORNEJO (don Patricio).- Señor Presidente, hoy, 1º de diciembre, se celebra el Día Internacional del Sida, hecho mencionado por mi colega señor Villouta. Por ello, me referiré a lo que significa esta grave pandemia que afecta a la humanidad en este siglo, y, probablemente, en parte importante del siglo XXI.

Desde 1984, fecha en que se detectó el primer caso de portación del virus en nuestro país, se ha registrado una preocupante cantidad de casos. Hoy existen cerca de 3.200 portadores, 2.500 enfermos y 1.600 fallecidos por esta enfermedad.

La ciencia médica y la investigación han avanzado en el descubrimiento de algunos medicamentos, con efectos cada vez más crecientes sobre la enfermedad. Sin embargo, éstos no han logrado la curación total. Es así como, en 1990, se descubre el AZT, que, con sucesivas modificaciones, se ha ido perfeccionando como un arma terapéutica para este mal. Se ha visto que con la utilización de dos de estas drogas se aumenta en forma notable la sobrevida de los pacientes portadores de la enfermedad y mejora su calidad de vida, pues disminuyen las infecciones interrecurrentes.

Hace dos años, se descubrieron otras familias de estos medicamentos que actúan en otra fase de dicha enfermedad. La asociación de tres de esos medicamentos produce una mejor calidad de vida y una mayor sobrevida, como se ha visto en la experiencia de diferentes países.

Hoy, en Argentina, en Brasil, en Estados Unidos y en países de Europa, se utiliza la terapia triasociada. En Chile, aún no se implementan estos medicamentos en el sector público de salud.

Como médico y como miembro de la Comisión de Salud, honrando el juramento hipocrático que formulé al recibirme de médico, deseo trabajar en favor de estos pacientes. Por ello, por su intermedio, pido enviar oficio al ministro de Salud, a fin de que los pacientes que se atienden en el sector público de salud puedan recibir la terapia triasociada; es decir, que el tratamiento con los medicamentos conocidos como antirretrovirales se complemente con aquellos que se denominan inhibidores de la proteasa, con lo cual tendremos resultados similares a los obtenidos en otros países.

Asimismo, solicitar al Superintendente de Instituciones de Salud Previsional para que esas instituciones se esfuercen a fin de que los pacientes que se atienden en ellas también reciban tales medicamentos.

Con ello, contribuiremos en forma notable a la prolongación y mejoramiento de la calidad de vida de esos pacientes.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, adjuntando su intervención, y con la adhesión de la Diputada señora Eliana Caraball y de los Diputados señores René Manuel García, Edmundo Villouta, Joaquín Palma, Roberto Delmastro, Maximiano Errázuriz, Osvaldo Vega y José Miguel Ortiz.

REUNIÓN EN LA SERENA DEL COMITÉ DE FRONTERAS ENTRE LA PROVINCIA DE SAN JUAN Y LA CUARTA REGIÓN. Oficio.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Joaquín Palma.

El señor PALMA (don Joaquín).- Señor Presidente, quiero referirme a la reunión del Comité de Fronteras entre la provincia de San Juan y la Cuarta Región, actividad que se desarrolló el fin de semana en La Serena, para mejorar en todo sentido los lazos que nos unen, tanto en infraestructura como en aspectos culturales, económicos y sociales, cada día más importantes entre los países limítrofes de América Latina.

Durante muchos años, hemos vivido bastante aislados de nuestros vecinos. Sin duda, la Cordillera de los Andes ha sido una de las causas principales de esa falta de comunicación que -por lo menos, en este siglo-, no tiene mucha lógica y que en los siglos anteriores no fue así, porque los medios de comunicación eran totalmente distintos y la vida se desarrollaba de otra manera.

La reunión realizada en La Serena tuvo una particularidad especial: no sólo los habitantes de la provincia de San Juan están interesados en mejorar la relación con la Cuarta Región. En efecto, también se hicieron presentes representantes de los Gobiernos Regionales de Entre Ríos, Santa Fe y Córdoba, quienes están interesados en crear un corredor que una el puerto brasileño de Porto Alegre con el de Coquimbo. Este asunto ha sido planteado con mucha fuerza por el lado argentino, pero no con la suficiente determinación por el lado de Chile.

El gobierno regional de la Cuarta Región ha tomado este problema con el interés que corresponde. Lo está haciendo bien en este momento, aun cuando se demoró en tomar una decisión. Lo importante es que ya la ha tomado, pero falta el apoyo del ministerio de Obras Públicas.

Al respecto, solicito oficiar al señor ministro de Obras Públicas, a fin de que revise las prioridades de esa Secretaría de Estado, en materia de pasos internacionales, en lo que se refiere al paso por Agua Negra, que uniría la zona de San Juan con el puerto de Coquimbo, proyecto de obra que hasta ahora no ha tenido la atención que realmente se merece.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría y se adjuntará el texto de su intervención, con la adhesión de la Diputada señora Caraball y de los Diputados señores Villouta, Vega, Delmastro, García, René Manuel, y José Miguel Ortiz.

PROPOSICIÓN DE MEDIDAS EN FAVOR DE AGRICULTORES DE LA NOVENA REGIÓN AFECTADOS POR LA SEQUÍA. Oficio.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el tiempo de Renovación Nacional, tiene la palabra, por cuatro minutos, el Diputado señor René Manuel García.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, voy a tocar un tema candente y respecto del cual hemos realizado muchas reuniones, como es la sequía que ha azotado a la Novena Región y que ha perjudicado gravemente a los agricultores.

En dicha Región tenemos tres zonas bien definidas que hoy están con problemas debido a que no ha llovido durante un largo tiempo; entre ellas están la zona costera y la de la precordillera.

Es absolutamente cierto que desde la Quinta a la Octava Regiones existen problemas causados por la sequía; pero en la Novena Región la situación del secano costero ya no tiene solución. Lo digo con mucha tranquilidad y paciencia para que el Gobierno tome cartas en el asunto.

En la zona norte de la región los trigos se secaron sin espigar, vale decir, aunque llueva ya no existe solución. La zona costera de la Novena Región sur, que corresponde a Carahue, Imperial y Toltén, está también profundamente afectada; además, la Décima Región norte ya ha sufrido también las consecuencias de las mismas condiciones climáticas.

Creo que es el momento de adoptar medidas, ya que tanto la zona costera como la cordillerana son en un 80 por ciento de agricultura de sustentación; es decir, los agricultores producen para autoalimentarse, situación que hoy no será posible, porque sus siembras están absolutamente afectadas y no tienen ninguna posibilidad de que el trigo, la cebada y la avena germinen, lleguen a la madurez y luego puedan ser cosechados.

Por lo tanto, es imprescindible enfatizar los puntos que he señalado. Además, cuando no hay lluvias, sólo se habla de la agricultura tradicional; sin embargo, vemos con preocupación cómo esa gente se está deshaciendo de su ganado, porque no tiene pasto para alimentarlo. En consecuencia, el Gobierno debe destinar recursos a fin de comprar forraje para estos agricultores.

No digo esto con ánimo alarmista, sino como una forma de prever lo que puede ocurrir en dos o tres meses más, ya que, de acuerdo con las condiciones climáticas, no habrá lluvias hasta mayo, y las siembras para pastoreo tienen que realizarse, a más tardar, a fines de febrero. Sin embargo, nada se saca con sembrar en tierra en polvo -como se dice en agricultura- si no hay agua, porque tampoco aquellas van a germinar. Vale decir, tenemos un panorama absolutamente negro en la agricultura.

Cuando hablamos de la agricultura, no podemos referirnos al pequeño, mediano o grande agricultor, porque está afectada toda la agricultura. Ayer recibí dos o tres llamadas de productores de leche que no saben qué hacer, porque no tienen sustento para sus animales. Entonces, cada día estamos viendo un problema que, lejos de disminuir, va aumentando.

Por eso, pido que, en mi nombre, se oficie a su Excelencia el Presidente de la República, a fin de que declare zona de catástrofe a las regiones Novena y Décima norte, instruya al ministro de Agricultura y al seremi para que tomen medidas en ayuda de las regiones mencionadas e informe a la Cámara sobre el particular. 

Creo que una de las posibilidades de ayudar a los agricultores consiste en que el Indap condone las deudas a los pequeños agricultores, sobre todo a los mapuches, puesto que no tendrán cosechas que les permitan pagarlas. Al estar endeudados, no podrán optar a nuevos créditos para el próximo año. Es decir, es una rueda perversa. Como digo, la agricultura de esa zona está colapsada.

He dicho. 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los Diputados señores Vega, Delmastro, Villouta, Joaquín Palma y de la Diputada señora Eliana Caraball.

HOMENAJE A RUMANIA CON OCASIÓN DE SU OCTOGÉSIMO ANIVERSARIO PATRIO. Oficio.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra, hasta por dos minutos, el Diputado señor Maximiano Errázuriz. 

El señor ERRÁZURIZ (de pie).- Señor Presidente, levanto mi voz para rendir un emocionado homenaje a Rumania, que, precisamente en el día de hoy, conmemora su octogésimo aniversario como Estado nacional unitario.

En un día como hoy, hace ochenta años, la unanimidad de los delegados elegidos en votación libre, secreta e informada por los rumanos de Transilvania y reunidos en la Asamblea Alba Iulia, aprobaban la incorporación de Transilvania al resto del país, constituyéndose Rumania como nación unitaria. Así, encontramos el origen de esa nación en la unión del Principado Valaco, el Principado Moldavo y la Vaidovia, que, posteriormente, fue el Principado de Pensilvania. Sin embargo, siempre hubo unidad de lengua y romanidad del pueblo rumano.

Unidad y romanidad estuvieron indisolublemente unidos. Ya en 1859 el pueblo rumano elige como príncipe de Moldavia y Valaquia a una sola persona, anticipando la unión que se formalizaría más tarde, a la que se incorporaría Transilvania. El elegido fue el coronel Alejandro Juan Cuza, quien, en 1862, da al nuevo Estado el nombre de Rumania.

Al conmemorarse este día, 1º de diciembre de 1998, los ochenta años de Rumania como Estado unitario y celebrar su fiesta nacional, nos encontramos con un país que aún no acaba con los sufrimientos padecidos durante 45 años de sometimiento al comunismo. El Canciller rumano, de visita en Chile hace unos días, señalaba que la difícil situación económica por la que atraviesa su nación se debe a que el país no estaba preparado mentalmente para dejar el comunismo, porque nunca creyó que algún día llegaría esa hora. 

El proceso de adecuación ha requerido de un gran esfuerzo. Además, para mejorar la situación económica se requieren sacrificios, y los rumanos difícilmente están dispuestos a aceptarlos nuevamente con la esperanza de una vida mejor, cuando durante 45 años se les pidió sacrificios para resolver sus problemas y éstos nunca se solucionaron.

No podría terminar estas breves palabras sin destacar la presencia y la fructífera labor del Embajador de Rumania en Chile, Excelentísimo señor Vasile Dan, quien, dotado de una simpatía innata y de una extraordinaria capacidad de trabajo, ha recorrido el país dando conferencias, exponiendo fotografías de Rumania, exhibiendo películas sobre su país, haciendo escuchar su música; en fin, dando a conocer esa nación por todas partes de Chile. El Embajador Dan es infatigable, y gran parte del conocimiento y del cariño que muchos sentimos hoy por Rumania se lo debemos a su breve pero fecunda labor. 

Vaya, pues, a través del señor Embajador, don Vasile Dan, un cordial saludo del grupo parlamentario chileno-rumano de la Cámara de Diputados para las autoridades y el pueblo rumano y para la colonia residente en Chile.

Solicito que se envíe copia de mi intervención al señor Embajador de Rumania en Chile.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de la Diputada señora Eliana Caraball y de los Diputados señores Vega, Delmastro, Villouta, Joaquín Palma y de quien habla. 

CAUSAS DE PRONUNCIAMIENTO MILITAR DE 1973.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el Diputado señor Osvaldo Vega.

El señor VEGA.- Señor Presidente, quiero hacer un preámbulo a mi intervención.

Desde hace más o menos tres años me aqueja una enfermedad -gracias a Dios, hoy me siento bien- que me impide leer el discurso que había preparado. De manera que pedí a mi colega Delmastro que haga el favor de hacerlo en mi nombre. 

Soy parlamentario desde 1965 -el más antiguo del Parlamento- y he visto cómo en este último tiempo se han exacerbado los ánimos, reviviéndose sucesos pasados. Así, he visto con preocupación que la gente sólo opina acerca de lo acontecido en el país después de 1973. Pero yo recuerdo muy bien todo lo ocurrido no sólo en 1970 o en 1973, sino desde 1965 en adelante. De manera que deberíamos tener tranquilidad para analizar los hechos de las últimas décadas.

En realidad, a todos nos concierne preocuparnos por los derechos humanos; desgraciadamente, el problema se originó porque, políticamente, no fuimos capaces de continuar en democracia. De manera que la situación que vivió el país en 1973 no fue por casualidad: se debió a que los políticos no tuvimos la visión necesaria para arreglar las cosas en su oportunidad.

El discurso que solicité leer a mi colega Delmastro contiene mis puntos de vista al respecto, porque quiero estar con mi conciencia tranquila. Sería interesante preguntar a las personas que realmente causaron los problemas que se produjeron entre 1970 y 1973 qué explicación darían si los chilenos quisieran saber qué pensaban hacer en octubre de 1973, cuando no teníamos nada de nada, cuando estábamos desprestigiados y cuando Chile era prácticamente avasallado por 10 mil o 15 mil cubanos, salvadoreños y uruguayos tupamaros que llegaron al país. También había armas ocultas, como sucedió en mi ciudad, donde un médico amigo y el administrador del cementerio -hermano de un cuñado mío- tenían escondidas en las urnas las metralletas y armas de esa naturaleza.

Entonces, pregunto a los colegas que viajaron al extranjero -a lo mejor con razón- qué respuesta pueden dar al país sobre lo que planteo. Es cierto que también se vivió otra situación: la gente que perdió a seres queridos, como los dos honorables colegas que perdieron a sus padres. Lo siento, lo lamento; pero les pregunto qué respuesta podrían dar al respecto, más aún cuando algunos han recibido cualquier cantidad de millones de dólares para que solucionaran algunos problemas. 

Nada más. Gracias. 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado Delmastro, en representación del Diputado don Osvaldo Vega.

El señor DELMASTRO.- Señor Presidente, he accedido con mucho gusto a leer el discurso del Diputado señor Vega, que dice así:

"Señor Presidente, hace un mes que el país está presenciando el juzgamiento del que fuera Presidente de la República de Chile, general Augusto Pinochet.

"Durante este tiempo nos hemos dado cuenta de que lo mucho que ha crecido el país, luego del modelo económico impulsado por el gobierno militar y continuado por el Gobierno de la Concertación, es prácticamente desconocido por el mundo. El prestigio ganado con tanto esfuerzo se vio rápidamente empañado por una cortina de odiosidad. Para muchos, el país nació a la vida democrática en 1989, olvidando por completo los hechos ocurridos antes del pronunciamiento militar y que provocaron finalmente la caída del régimen de la Unidad Popular. 

"Eso es lo que nadie le contó a los europeos; ésa es la verdad que España e Inglaterra desconocen y ésa es la razón por la que se creen héroes salvadores de nuestro país. Ésa es, en buenas cuentas, la verdad y la razón del fallo de los lores.

"Pero, aunque no les guste a muchos colegas, el gobierno militar transformó al país desde sus inicios; primero, restaurando el orden, y después, creando un sistema económico que nos había permitido darnos a conocer al mundo como un país pequeño, pero pujante y próspero, tanto por su empresariado como también por la calidad y capacidad de sus profesionales y gente de trabajo. Con esto, no quiero por ningún motivo desconocer todo lo que concierne a los derechos humanos y a la importancia de esclarecer ese problema.

"También he visto aquí a algunos colegas que perdieron familiares o a algunos de los suyos, y en su forma de expresarse se percibe un sentimiento que todo ser humano es capaz de comprender. Sin embargo, quisiera que fueran ellos los que, con la misma decisión con que plantean sus problemas, pudieran explicar al país qué respuesta tienen hoy sobre el desastre político, económico y social que nos llevó a que la ciudadanía en general y el Congreso en su gran mayoría, exigieran el pronunciamiento de las Fuerzas Armadas y de Orden.

"Los que vivimos esa etapa tenemos una gran responsabilidad, cual es la de explicar a los más jóvenes el estado a que llegó Chile durante esos años y el gran cambio que significó la intervención militar. Como políticos y patriotas, también tenemos la responsabilidad de contar al mundo la verdad que se le ha ocultado, la verdad que la Izquierda no quiso mostrar.

"Quiero, entonces, para el establecimiento de la historia fidedigna, hacer algunas consideraciones con relación a cómo estaba el país desde 1965 a 1973.

"Los que hoy aparecen como víctimas de la represión fueron los que llegaron al poder con el fraude electoral más importante de la historia: 200 mil votos fraudulentos, comprobados por el Instituto de Ciencias Políticas y la Escuela de Derecho de la Universidad Católica. Los mismos que, armados de odio y de armas reales, habían planificado un autogolpe para tomarse el poder total y destruir -según palabras del propio Allende- la antigua sociedad explotadora hasta sus más mínimos vestigios ideológicos y culturales.

"Los que hoy se pasean por un país renovado olvidan que las violaciones a los derechos humanos empezaron en el gobierno de Frei Montalva, el mismo que después de entregar el país en bandeja a la Unidad Popular, declaró a la revista española ABC que 'La guerra civil estaba perfectamente preparada por los marxistas, y esto el mundo no lo sabe ni quiere saberlo. Cuando un gobierno -el de Allende- comete todos estos abusos y crímenes, la rebelión se convierte en un deber, y que el Ejército haga su tarea'. Éstas fueron palabras de Frei Montalva.

"También Patricio Aylwin, como Presidente del Senado en 1973, instaba a las Fuerzas Armadas a cumplir con su deber. 

"Largo sería transcribir aquí las declaraciones de aquel tiempo; por ejemplo, las del Diputado Pareto, de la Corte Suprema, de la Contraloría General de la República y del Colegio de Abogados.

"Quiero recordar también que el mismo Frei Montalva fue acusado ante la Corte Suprema, y se solicitó un ministro en visita para investigar los crímenes y torturas cometidos durante el régimen democratacristiano.

"¿Quién juzgará, entonces, la larga lista de muertos y torturados durante los gobiernos de Frei y de Allende? ¿Quién juzgará a los que provocaron los hechos que desencadenaron el 11 de septiembre y que son los responsables de las muertes producidas en ambos bandos? ¿Por qué pretenden imputárselos todos ellos al General Pinochet?

"El General Pinochet es y será, aunque a muchos no les guste, un líder, un soldado íntegro, un hombre que sacrificó los mejores años de su vida por salvar y reconstruir el país. La historia se escribe con tiempo, y será el tiempo el que nos dé la razón, porque, a pesar del fallo de los lores, a pesar de que muchos países que parecían amigos nos dan la espalda y a pesar de todo el "show" que ha montado la Izquierda chilena, Augusto Pinochet es el primer hombre en la historia que derrotó la perversa filosofía marxista-leninista".

Hasta ahí el discurso del Diputado señor Osvaldo Vega.

TRASLADO DE TURBINAS A GAS UBICADAS EN MEJILLONES. Oficios.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- El Comité de Renovación Nacional ocupó cuatro minutos y medio del tiempo del Comité de la UDI, de acuerdo con la solicitud que llegó a la Mesa.

En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la honorable Diputada señora Rosa González.

La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, es de público conocimiento que el centro y parte del sur del país atraviesan por una seria crisis energética, que ha afectado gravemente al sistema interconectado central. Su principal consecuencia ha sido la necesidad de decretar racionamiento de energía eléctrica en dicha zona.

Hasta este momento -y a Dios gracias-, la zona norte del país aún no ha visto comprometido el servicio que las generadoras del sistema interconectado del Norte Grande prestan a sus habitantes. Lamentablemente, en los últimos días, se ha hecho de público conocimiento la decisión de Endesa de trasladar al sistema interconectado central las dos turbinas a gas que esta empresa mantiene en Mejillones.

En consideración a que las Regiones Primera, Segunda y Tercera, zonas a las cuales se pretende afectar, constituyen el principal núcleo de la actividad minera de Chile, el traslado de las turbinas provocará una alteración en el funcionamiento de todas las plantas mineras que funcionan en ella; por otra parte, también la clientela y, en general, los habitantes de la zona cubierta por el sistema interconectado del Norte Grande, sufrirán consecuencias.

Una vez más, el centralismo pretende que las regiones sostengan y solventen a la zona central. En este caso, se agrava la situación si se considera que el norte de Chile -como todos sabemos-, en particular ciudades como Taltal, Arica, Parinacota y muchas otras, sufren serios problemas económicos. Al procederse como se ha señalado, se plantea perjudicarlas aún más, haciéndolas víctimas de la crisis de la zona central.

¿Se habrá pensado que, a lo mejor, en el trasfondo de esta apurada medida existe un interés netamente económico por razones que no son de las regiones, sino de un gobierno central que, evidentemente, no pudo prever la situación o no tomó las medidas necesarias, en los momentos oportunos, y porque las generadoras, tal vez por intereses económicos, no anunciaron a tiempo que eran deficitarias? ¿En quién redunda todo esto? Como siempre -o en muchas ocasiones-, en las regiones.

En las regiones se está acostumbrado a que el Gobierno central tome determinaciones sobre ellas, o trate de paliar las conse-cuencias de sus deficiencias o de las generadoras -en este caso-, haciendo que paguen un tributo.

Por lo tanto, solicito que se oficie, con carácter de urgente, al Presidente de la Comisión Nacional de Energía y al Ministro de Economía, señores Óscar Landerretche y Jorge Leiva, respectivamente, con el objeto de que sugieran, impongan o exijan a Endesa que no retire las turbinas a gas ubicadas en Mejillones, ya que ello provocará nefastas consecuencias en el servicio interconectado del Norte Grande y repercusiones en la minería e industria y, principalmente, en la comunidad que habita en la Primera y Segunda regiones.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los Diputados señores Delmastro y Errázuriz.

Por haberse cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.36 horas.
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